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El pasado 11 de enero de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma relativa al “Teletrabajo”. Lo que 
por muchos años ha sido una tendencia así como una necesidad para los empleadores y los empleados de diversas 
áreas del sector productivo y que no se había regulado, se materializó, seguramente, como consecuencia de la pandemia 
COVID-19 en el mundo del trabajo, ya que como es de conocimiento público, las medidas de seguridad y salud tomadas por 
los Gobiernos Federal y Locales, provocaron el confinamiento de las personas, entre ellas de las personas trabajadoras, 
trasladando la subordinación y esfuerzo laboral de los centros de trabajo a los hogares de los trabajadores, claro, con la 
salvedad de todos aquellos que laboraban en empresas esenciales.

En la experiencia internacional, el género se denomina “trabajo a domicilio”, incluso existe el Convenio (núm. 177) y la 
Recomendación (núm. 184) sobre el trabajo a domicilio, 1996, de la OIT, mismo que no está ratificado por México. A su 
vez de forma específica se reconocen diversos tipos de trabajos a domicilio como lo es el trabajo “industrial a domicilio”, 
el “teletrabajo” y el trabajo en plataformas digitales. Ahora bien, la importancia de entender el reconocimiento de diversas 
organizaciones del trabajo radica en que posiblemente la legislación mexicana, de la que se trata este artículo, puede no 
haber alcanzado su finalidad, a saber, la protección de los derechos de los “teletrabajadores”.

En un trabajo propio de la Organización Internacional del Trabajo, mismo que se puede consultar en su resumen denominado 
“El trabajo a domicilio: De la invisibilidad al trabajo decente”(sic), se ha detectado que el “trabajo a domicilio”, en este caso y 
para fines de nuestro país, el teletrabajo puede generar de acuerdo a la experiencia, mayor informalidad en las relaciones 
entre empleadores y empleados, ya que constantemente el teletrabajo puede ser una zona gris donde la subordinación 
laboral “ordinaria” puede aparentar una falsa autonomía. Otro de los riesgos detectados de esta organización laboral es 
la diferencia entre los salarios de los empleados “comunes” y los teletrabajadores, de tal suerte que los trabajadores a 
domicilio ganan un 13 por ciento menos que los trabajadores que no están basados en el domicilio en el Reino Unido, un 
22 por ciento menos en los Estados Unidos, un 25 por ciento menos en Sudáfrica, y alrededor de la mitad en la Argentina, 
India y México. Solo en Italia se observa una ligera variación favorable a los trabajadores a domicilio, que desaparece 
cuando se toman en consideración las horas trabajadas. (Fuente: Resumen de “El trabajo a domicilio: De la invisibilidad al 
trabajo decente”).

La reforma a la Ley Federal del Trabajo incluyó el “CAPÍTULO XII BIS” de “Teletrabajo”, destacando que es una “forma de 
organización laboral”, esto es, no es un trabajo en sí, sino, la forma de organizar la prestación de un servicio subordinado 
con algunas características específicas, mismas que, desgraciadamente, dejan mucho a la interpretación para considerar 
o no a un trabajador como teletrabajador, cuestión que genera mayor incertidumbre al empleador dadas las obligaciones 
presentes y futuras que implica esta modalidad de trabajo.

Es evidente que una consecuencia de la pandemia ha sido y será el confinamiento y esto generó que los empleados 
tuvieran que irse a su casa u otro lugar ya sea por ser vulnerables o porque su empleador no desarrollaba una actividad 
de las consideradas como esenciales. Ahora bien, existen actividades que por su naturaleza se pueden prestar fuera del 
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“domicilio del centro de trabajo”, y, conforme a la reforma citada, nace la duda de si se debe considerar a todo trabajo 
prestado a distancia como teletrabajo. En un caso particular y para efectos de ejemplificar la duda que ha nacido a varios 
grupos de empleadores, hay duda si un trabajador que recibe un archivo vía correo electrónico, lo descarga y lo gestiona 
por el lapso de su jornada laboral para al terminar la misma, regresarlo vía correo electrónico y, se aclara, solo se utilizó 
por su parte el servicio de internet para recibir, descargar, adjuntar y enviar el archivo. Para varios expertos esto se debe 
reconocer como el “home office” mismo que no se encuentra regulado como tal por la ley, pero no se debería reconocer 
como teletrabajo en tanto que, para otros, el prestar el servicio, aún sin utilizar internet, sí debe ser reconocido como esta 
nueva forma de organización laboral. 

Para mi consideración, de acuerdo a la literalidad de la norma, el hecho de prestar el servicio subordinado a distancia y 
el utilizar ya sea la computadora, tablet o incluso el teléfono móvil invariablemente se relaciona con el uso de un software 
para gestionar o transformar información, por lo que se deberá considerar como teletrabajo toda actividad que se relacione 
al uso de un medio físico de los ya citados, con o sin el uso de internet y por tanto todo empleador deberá de cumplir con 
las nuevas obligaciones que impuso la Ley.

Otro aspecto a destacar de la reforma, que no ha sido atendido hasta el momento y que no es de menor importancia, es la 
negociación colectiva. La ley dispone que el teletrabajo deberá contenerse en el Contrato Colectivo de Trabajo para el caso 
de que exista uno celebrado entre Sindicato y Empresa, lo anterior se debe asumir con un reto ya que la actual estructura 
de la ley presume la posibilidad de negociar colectivamente con sindicatos gremiales y las “telecomunicaciones”, de ser 
utilizadas por las asociaciones sindicales, podrían ser una herramienta para un gran alcance de afiliación sindical y otorgar 
a los sindicatos mayor fuerza en la negociación colectiva, con lo que pudieran lograr beneficios laborales en favor de los 
teletrabajadores. Es bien sabido y se recaba de la experiencia de otros países, que los Sindicatos se han preocupado 
por la posible desregulación y descentralización laboral que se genera por el teletrabajo, así como la clara tendencia de 
considerar cada vez mas a los teletrabajadores como empleados autónomos, no sujetos a una relación obrero patronal. 

Otro de los puntos que no se vieron colmados por la reforma y que en el corto plazo podrá generar conflictos laborales, sobre 
todo en las ciudades mas grandes y con movilidad más restringida es la “reversibilidad”. El teletrabajo en sí, requiere de 
una gran madurez laboral por parte de trabajadores y empleadores, madurez que les permita encontrar siempre acuerdos 
o consensos de cómo llevar a cabo las labores contratadas y unas de las características propias del teletrabajo son la 
voluntariedad y la reversibilidad, esto es, que se contrate, se modifique y/o se elimine el teletrabajo en cualquier momento. 

Desgraciadamente la ley no contiene disposiciones de las consecuencias que tendrá el “no” llegar a acuerdos de reversibilidad. 
Se ha evidenciado que muchos trabajadores que antes invertían hasta 5 horas diarias solamente en traslados, han estado 
gozando del beneficio de disponer de su tiempo para cuestiones diversas y eso ha generado estados de conformidad y 
felicidad en los teletrabajadores, pero, ¿que pasará cuando el empleador requiera de la presencia física y continua de esta 
fuerza de trabajo?, ¿estarán dispuestos los teletrabajadores a dejar de organizar su trabajo en las condiciones de distancia 
y volver a la inversión de tiempo, dinero y esfuerzo únicamente en los traslados?. Pues bien, la Ley ha dejado todo a los 
“pactos”, por lo que los empleadores deberán, por escrito y de forma clara, señalar el mecanismo de reversibilidad, así 
como el medio de comunicación y las sanciones para el caso de incumplimiento del convenio o pacto de teletrabajo ya 
que, para el caso de no existir dicho mecanismo previo y por escrito, los teletrabajadores gozarán, probablemente, de su 
estabilidad laboral prestando el servicio a distancia.

De lo anterior podemos concluir que ahora más que nunca, las relaciones de trabajo deben constar por escrito, ser claras, 
estar debidamente definidas y deberán ser los empleadores lo que construyan el andamiaje legal suficiente para garantizar 
la paz laboral y la productividad en esta modalidad que claramente está avanzando y será una tendencia del mundo del 
trabajo.

Por último, debemos esperar y estar atentos a la creación de normas en materia de seguridad y salud, mismas que 
representarán otro reto económico y logístico para el empleador, ya que ha quedado claro que los implementos que gozan 
de características correctas de ergonomía son constantemente mas costosos.
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Introducción:
Al cierre de cada ejercicio, las personas morales del Título II, de la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR), deben determinar 
la UFIN correspondiente y aunque es un tema muy recurrente en la práctica profesional, para el ejercicio 2020 se presentan 
algunas particularidades en su cálculo, sobre todo en lo que tiene que ver a las partidas no deducibles que se deben 
considerar. 

Como es de su conocimiento, derivado de la reforma fiscal para 2020, se adicionó un nuevo concepto de partida no 
deducible, a saber, la contenida en la fracción XXXII del artículo 28 de la LISR, en la que se limita la deducción de los 
intereses devengados que excedan de $20,000,000.00.

Por lo tanto, el presente artículo tiene por finalidad analizar el impacto que tendrá esta partida en la determinación de la 
UFIN del ejercicio 2020.

Desarrollo:
Iniciaremos nuestro análisis mencionando que, el artículo 77, párrafo tercero de la LISR, establece el procedimiento para 
determinar la UFIN, el cual es el siguiente:

“… se considera utilidad fiscal neta del ejercicio, la cantidad que se obtenga de restar al resultado 
fiscal del ejercicio, el impuesto sobre la renta pagado en los términos del artículo 9o. de esta 
Ley, el importe de las partidas no deducibles para efectos de dicho impuesto, excepto las 
señaladas en las fracciones VIII y IX del artículo 28 de la Ley citada, la participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas a que se refiere la fracción I del artículo 9o. de 
la misma…”.

Sin embargo, ¿cuáles partidas no deducibles hay que considerar? ¿las que no cumplen con los requisitos del artículo 
27?, ¿las señaladas en el artículo 28?, ¿la partida no deducible generada por las aportaciones a fondos de pensiones o 
jubilaciones?, o ¿la partida no deducible generada por invertir en automóviles que excedan de $175,000.00?, por mencionar 
algunas partidas no deducibles.

Al efecto el artículo 117 del Reglamento de la LISR, pretende aclarar este punto:

Las partidas no deducibles a que se refiere el artículo 77 de la Ley, son aquéllas señaladas 
como no deducibles en la citada Ley.

Por consiguiente, para efectos de determinar la UFIN, únicamente debemos considerar las partidas no deducibles señaladas 
en el artículo 28 de la LISR, entre las que se incluyen las siguientes partidas:
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Artículo 28 LISR.- Para los efectos de este Título, no serán deducibles:
XXVII. Los intereses que deriven del monto de las deudas del contribuyente que excedan del 
triple de su capital contable que provengan de deudas contraídas con partes relacionadas 
residentes en el extranjero en los términos del artículo 179 de esta Ley.

XXXII. Los intereses netos del ejercicio que excedan del monto que resulte de multiplicar 
la utilidad fiscal ajustada por el 30%.

Ahora bien, la fracción XXXII, fue adicionada a partir de la reforma fiscal efectuada en el ejercicio 2020, cuya justificación 
se basó en la exposición de motivos efectuada por el ejecutivo, del cual destacamos lo siguiente:

Exposición de motivos iniciativa reforma LISR 2020. (08-Septiembre-2019)

El Reporte Final de la Acción 4 del Proyecto BEPS (Proyecto OCDE/G20 sobre la Erosión de la 
Base Imponible y el Traslado de Beneficios) señala que una de las técnicas más sencillas para 
trasladar utilidades como parte una planeación fiscal internacional, es el pago de intereses entre 
partes relacionadas e independientes.

Recomienda a los países introducir una regla que limite la deducción de intereses con 
base en las utilidades fiscales antes de intereses, depreciaciones y amortizaciones. La 
limitación estaría basada en una ratio fija. Los países y jurisdicciones participantes en el 
proyecto BEPS consideraron que un buen rango para determinar la ratio es entre un 10%-30%, 
como quedó reflejado en el citado Reporte Final. 

La propuesta presentada a esa Soberanía considera una ratio del 30%.

El citado Reporte también señala que este tipo de disposiciones deben aplicar como 
mínimo a personas morales que formen parte de un grupo multinacional, pero también 
puede aplicar a personas morales que formen parte de un grupo nacional o aquéllas que 
no formen parte de un grupo empresarial. La disposición que se propone a esa Soberanía, 
aplicaría a todo tipo de personas morales, aunque se considera una regla de minimis 
aplicable igualmente a todos estos contribuyentes. Asimismo, dicha disposición aplicaría a 
pagos realizados a terceros, partes relacionadas y miembros de un mismo grupo, como 
lo recomienda dicho Reporte.

Otra recomendación importante en este Reporte Final, es que esta regla debe limitar la 
deducción de intereses netos y no brutos, para evitar un problema de doble imposición. 
En virtud de que dicho concepto es inexistente para efectos de nuestra legislación nacional, la 
propuesta incluye una definición de intereses netos para efectos de calcular el monto 
no deducible. Por lo anterior, se utilizará la siguiente fórmula para determinar el monto no 
deducible por el pago de intereses:

UTILIDAD FISCAL AJUSTADA X 30% = LÍMITE DE LA DEDUCCIÓN DE INTERESES NETOS

Se consideró que esta disposición sea aplicable a intereses deducibles a partir del 
ejercicio fiscal 2020, independientemente de que provengan de deudas contratadas en 
años anteriores. En este sentido, se consideró que dicha política fiscal no es contraria 
al sistema jurídico mexicano porque quienes tienen deudas contratadas previo a la entrada 
en vigor de esta disposición tienen una expectativa de derecho. Adicionalmente, aplicar esta 
disposición a deudas contratadas a partir de su entrada en vigor, permitiría planeaciones 
fiscales que consistirían principalmente en la contratación de deudas antes de la entrada 
en vigor de dicha regla. Asimismo, generarían un trato desigual frente a los contribuyentes que 
contratarán deudas posteriores a la entrada en vigor de esta disposición.

También se prevé que dicha disposición no sea aplicable a las deudas contratadas para financiar 
construcciones en bienes inmuebles ubicados en territorio nacional en virtud de que se quiere 
incentivar a dicho sector
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Ahora bien, de la reforma efectuada el artículo 28, con la inclusión de la fracción XXXII, destacamos los puntos que se 
señalan a continuación:  

•	 No serán deducibles los intereses netos que excedan del monto que resulte de multiplicar la Utilidad Fiscal Ajustada 
(UFIA) por el 30%.

•	 La limitante solo aplica cuando los intereses devengados excedan de $20,000,000.00. 
•	 Dicho importe aplicará conjuntamente a todas las personas morales del Título II y para residentes en el extranjero que 

pertenezcan a un mismo grupo o que sean partes relacionadas, en proporción de los ingresos acumulables del ejercicio 
anterior.

De lo mencionado en los puntos anteriores, debemos resaltar dos conceptos, los intereses netos y la UFIA, cuya 
determinación es la siguiente:

* No será aplicable cuando los intereses acumulados sean iguales o superiores a los Intereses devengados.

•	 En caso de pérdida fiscal, se restará el monto de la misma de los conceptos ya señalados.

•	 Cuando la UFIA sea “cero” o en número negativo, se negará la deducción de la totalidad de los intereses a cargo del 
contribuyente, salvo por el monto que no se encuentre sujeto.

Supuestos en los que procede la limitante:
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Hasta este punto, ha quedado claro el monto que no es deducible, conforme a la fracción XXXII del artículo 28, sin 
embargo, ahora debemos desentrañar si dicho concepto es una  partida no deducible transitoria o una partida que puede 
ser deducida de manera diferida, de conformidad con lo que señala el párrafo décimo, del precepto legal en mención, que 
a la letra señala:

El monto de los intereses netos del ejercicio que no sean deducibles de conformidad con 
esta fracción, podrán deducirse durante los diez ejercicios siguientes hasta agotarlo. El 
monto no deducido en los diez ejercicios siguientes, será no deducible. Dichos intereses 
netos pendientes por deducir, tendrán que sumarse a los intereses netos del siguiente 
ejercicio y la cantidad resultante deberá cumplir con lo dispuesto por esta misma 
fracción. Se considera que los primeros intereses por deducir, son los correspondientes 
a los ejercicios anteriores. 

A continuación, me permito ejemplificar lo señalado en el párrafo anterior:

Como puede observarse, los intereses que no fueron deducibles en 2020 y 2021, sí lo son en 2022, por lo que es aquí donde 
cobra relevancia lo señalado en el párrafo décimo de la fracción XXXII del artículo 28, toda vez que si afectamos la UFIN del 
2020 con la partida de los intereses no deducibles de dicho ejercicio, cuando estos sí sean deducibles (ejercicio 2022) no 
existe ninguna disposición fiscal actual que permita resarcir este efecto, lo que nos lleva a los siguientes cuestionamientos 
¿debemos disminuir la UFIN del 2020? o ¿se debe afectar la UFIN que se genere cuando hayan transcurrido 10 años sin 
que se haya logrado hacer deducible el monto de los intereses determinados en 2020?
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Al respecto considero que la autoridad debiera pronunciarse sobre el particular y emitir reglas que vengan a aclarar este 
tema, sin embargo ante la falta de regulación actual,  disminuir la UFIN con la partida no deducible de cada ejercicio sin 
esperarse a que transcurran los 10 años, considero que es un trato injustificado.

Por si no fuera poco a lo ya expuesto en párrafos anteriores, el párrafo décimo tercero del multicitado artículo 28, fracción 
XXXII, señala:

Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable cuando el monto de los intereses no 
deducibles determinado de conformidad con los párrafos anteriores sea superior al 
determinado de conformidad con la fracción XXVII de este artículo, en cuyo caso, dicha 
fracción no será aplicable.

Por lo tanto, primero debemos determinar si existen intereses no deducibles conforme a la fracción XXVII del artículo 28 
(capitalización delgada) para posteriormente determinar el monto no deducible de la fracción XXXII y efectuar el comparativo 
de ambos intereses.

Conclusión:
Como puede apreciarse, la autoridad se preocupó por limitar la deducción de los intereses devengados que excedan 
de $20,000,000.00 sin contemplar los efectos colaterales que ésta generaría en otras partidas como lo es la UFIN del 
ejercicio, por lo que considero que se deja un vacío legal que origina una incertidumbre jurídica para el contribuyente que se 
encuentre en esta situación, lo que conlleva al contribuyente a la evaluación y toma de decisiones relativas a la aplicación 
de la norma vigente.

Como lo mencioné, esperamos que la autoridad emita reglas que permitan aclarar esta situación. 
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La industria inmobiliaria en los últimos años ha crecido continuamente y debido al incremento poblacional, han evolucionado 
tanto que, hoy en día en más atractivo desarrollar un inmueble de manera vertical, que los cotos privados con amplios 
espacios recreativos, en la actualidad es muy común encontrarse con desarrollos en construcción por diferentes puntos 
de la ciudad, basta con realizar un recorrido por las zonas habitacionales para comprobarlo, esto se deriva debido a la 
demanda y el alto costo en la adquisición de terrenos dentro de la ciudad. 

Ante esta situación, los contadores tenemos que conocer el tratamiento de IVA, ya que cuando se realice la venta de los 
departamentos estos serán exentos al considerarse casa habitación, de acuerdo con la fracción ll del artículo 9 de la Ley 
del IVA, son enajenaciones exentas, las Construcciones adheridas al suelo, destinadas o utilizadas para casa habitación. 
Cuando sólo parte de las construcciones se utilicen o destinen a casa habitación, no se pagará el impuesto por dicha parte. 

Es importante considerar, que el artículo 9 de la ley del IVA, solo nos exenta de las enajenaciones, no menciona que 
son exentos del impuesto los gastos incurridos en la construcción. Sin embargo, el reglamento del IVA en su artículo 29 
nos menciona que, para los efectos del artículo 9o., fracción II de la Ley, la prestación de los servicios de construcción 
de inmuebles destinados a casa habitación, ampliación de ésta, así como la instalación de casas prefabricadas que 
sean utilizadas para este fin, se consideran comprendidos dentro de lo dispuesto por dicha fracción, siempre y cuando el 
prestador del servicio proporcione la mano de obra y materiales. 

Respecto a los párrafos anteriores la ley del IVA y su Reglamento exentan el Impuesto al Valor Agregado cuando se realiza 
la enajenación del inmueble y/o cuando se presten Servicios de Construcciones de Inmuebles. 

Sin embargo, dentro del ramo de la construcción existen los Servicios Parciales de Construcción, que son aquellos que no 
van adheridos al suelo y que no son servicios de construcción, pero son de suma importancia para el acabado del mismo, 
tales como la instalación sanitaria, eléctrica, la carpintería, la herrería entre otros.

Ante esta situación, el entonces presidente de la republica Enrique Peña Nieto creo el decreto por el que se otorgan 
medidas de apoyo a la vivienda y otras medidas fiscales, con el fin de evitar que este gravamen impacte en un incremento 
en su precio final y que la medida se vea reflejada en beneficio de las familias mexicanas al facilitarles la adquisición de 
una vivienda de calidad. 

El 26 de marzo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de la Federación este decreto, dentro del cual en uno de sus artículos 
podemos encontrar el beneficio de exención de IVA, donde se otorgan medidas, con la finalidad de promover el desarrollo 
y construcción de viviendas de calidad a precios accesibles para las familias de México, y disminuir el efecto en los costos 
que enfrentan las empresas constructoras e incentivar el desarrollo de la oferta de vivienda.
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Se otorga un estímulo fiscal en la prestación de Servicios Parciales de Construcción, siempre y cuando el prestador del 
servicio proporcione la mano obra y materiales. 

Este estímulo fiscal corresponde al equivalente del 100% del Impuesto al Valor Agregado que se cause por la prestación 
del servicio.

Los contribuyentes que opten por aplicar el estímulo fiscal no trasladaran el Impuesto al Valor Agregado en el CFDI, por la 
prestación de Servicios Parciales de Construcción al desarrollador inmobiliario. 

Cabe mencionar, que para la aplicación del estimulo del IVA, se tienen que cumplir ciertos requisitos los cuales la autoridad 
determino, con la finalidad de que solo se aplique el estimulo fiscal a los desarrollos que efectivamente se dediquen a la 
construcción de casa habitación, a continuación ponemos los puntos a considerar para adherirse al decreto;	

•	 Aviso estímulo fiscal IVA por servicios parciales de construcción

Los contribuyentes que se adhieran al decreto para la aplicación del estímulo fiscal del IVA, deben presentar un aviso ante 
el SAT, durante el mes de enero de cada ejercicio por el que aplicaran este beneficio, de conformidad con el artículo cuarto 
del decreto.

Sin embargo, de conformidad con la regla 11.6.4 de la RMISC 2020 y la ficha de trámite 204/CFF, es posible presentar tal 
aviso en un plazo diferente, de acuerdo con la situación particular de cada contribuyente conforme a lo siguiente:

Es importante que el proveedor que preste el Servicio Parcial de Construcción cuente con el acuse de envío y de aceptación 
por parte de la autoridad.

•	 Los comprobantes fiscales deberán que tener adicionalmente el complemento de servicios parciales de 
construcción.

El complemento será utilizado por el prestador de servicios parciales de construcción de inmuebles destinados a casa 
habitación, de conformidad con la fracción ll del artículo 2 de decreto de apoyo a la vivienda.

Este complemento permite incorporar a un CFDI los siguientes datos:

•	 Número de permiso, licencia o autorización de construcción proporcionado por el prestatario de los servicios parciales 
de construcción.

•	 Información del inmueble en el que se proporcionan los servicios parciales de construcción;
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- Calle
- Número exterior 
- Número interior 
- Colonia 
- Referencia 
- Municipio 
- Estado 
- Código Postal 

Cabe mencionar que este complemente solo es visible en el XML, por lo que es importante revisarlos directamente desde el 
XML, para cotejar que la información requerida este dentro del complemento, tal y como se refleja en la siguiente imagen.

•	 Que requisitos debe cumplir el proveedor para facturar con la exención del IVA

- Contar con el acuse de aceptación para la aplicación del decreto de Servicios Parciales de Construcción.

- Al emitir el CFDI, no trasladar el Impuesto al Valor Agregado en el CFDI, por la prestación de servicios parciales 
de construcción.

- El comprobante fiscal debe tener adicionalmente el complemento de servicios parciales de construcción.

- El contrato por la prestación de servicios deberá realizarse directamente con el desarrollador y dueño de la 
licencia, permisos o autorizaciones de construcción correspondientes, si el prestador es un intermediario este no 
podrá realizar la exención del impuesto.

•	 Cómo comprobar ante la autoridad que el desarrollador efectivamente requirió servicios destinado a casa 
habitación.

- Con la finalidad de respaldar la exención del IVA, el prestador de servicios parciales de construcción deberá emitir la 
“Manifestación del prestatario para la aplicación del estímulo fiscal del IVA por la prestación de servicios parciales de 
construcción de inmuebles destinados a casa habitación (Forma Oficial 61)”.

- En el cual, los prestatarios emiten este formato, con el fin de amparar que la operación fue destinada a la casa habitación. 

- Este aviso (Forma Oficial 61), solo tiene vigencia por el tiempo que dure el contrato de la obra o desarrollo establecido. 

- Se debe tomar en cuenta que, si un proveedor presta los servicios parciales de construcción a diferentes desarrollos 
inmobiliarios y estos son de la misma razón social, se tendrá que realizar un contrato por cada uno de los desarrollos y de 
igual manera, se emitirá la forma oficial 61 que ampare los mismos.

CONCLUSIÓN
Derivado de la demanda y competencia en la compraventa de inmuebles destinados a casa habitación, es primordial 
conocer los estímulos que la autoridad otorga y aplicarlos, ya que, se puede desarrollar un inmueble en el cual todos los 
gastos que se efectúen sean exentos de IVA, es fundamental conocer estos beneficios para poder asesorar al cliente y por 
ende disminuir sus costos de construcción, para que pueda competir en los costos actuales de mercado.



Comisión de Contabilidad Administrativa y de Costos

Matriz de Riesgos  
AMEF  aplicado 
a los procesos 
Administrativos y/o de  
Negocios.

Autor:
LCP. MBA. EMPN. EFC Manuel Suárez 
Ramírez
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1.- Antecedentes:
La mejor forma de evolucionar de forma masiva de las sociedades, tiene que ver con la presencia de procesos, fenómenos 
y/o problemas sociales mundiales disruptivos: “La Rueda, El fuego, El Telégrafo, la Computadora, El Internet, El Iphod de 
Apple,  y ahora el COVID-19, etc” que hacen que las organizaciones, las personas, los flujos  y/o procesos de trabajo se 
modifiquen para hacer frente a los restos que marca el entorno global mundial.

Tal el caso de la Pandemia Mundial de Covid-19 que ha dictado una nueva dirección hacia  todos los aspectos de la 
vida del ser humano: social, empresarial, de gobierno, y que por un momento nos obligo hacer un paro de actividades y 
posteriormente conforme lo hemos  venido madurando y/o entendiendo hemos regresado a la nueva normalidad  de lo que 
significa la  nueva vida social, empresarial, profesional, educativa, y  familiar etc.

Lo anterior acelero actividades que antes veíamos lejos: a).- El teletrabajo, b).- Acelero  el proceso de la impartición de 
la educación de forma virtual, c).- La coordinación  de equipos de trabajo, de proyectos de forma remota, d).- Acelero la 
dependencia del uso de la comunicación virtual y conectividad etc.  Es decir todas aquellas actividades que pueden y deben 
de ser desarrolladas mediante la utilización de implementos tecnológicos han venido evolucionado de forma exponencial 
generando nuevas ventanas de oportunidad para la sociedad, industria, educación, salud, etc.

Todo esto ha motivado que las organizaciones tengan que pensar y actuar de forma mas eficiente en sus procesos de 
negocios para hacer frente a la competencia que marca el nuevo entorno social: y empresarial.

En la  gráfica siguiente vemos  de forma evolutiva lo que ha representado el evento fortuito  Cisne Negro: “Covid-19” 
Fuente: https://www.ig.com/es/ideas-de-trading-y-noticias/la-teoria-del-cisne-negro-explicada---que-es-un-suceso-de-
cisne--201009

2.- Herramientas de Gestion de Procesos administrativos:  AMEF: herramienta de Lean Manufactura, que facilita la 
mejora de procesos operativos y de negocios.

AMEF: Metodología auxiliar de Lean Manufacturing: El AMEF es por excelencia la metodología propuesta como mecanismo 
de acción preventivo en el diagnóstico y la implementación del Lean Manufacturing. Este se activa por medio de los 
indicadores cuando se requiere prevenir la generación de problemas: 
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Es importante cumplir con cada uno de los requisitos para la exención del IVA, ya que, si se incumple alguno, en una 
posible revisión la autoridad podrá determinar que no se cumplió con una obligación y por ende solicitar el pago del IVA.

2.1.- Definición:  El Análisis del Modo y Efecto de Fallas (AMEF), es un procedimiento que permite identificar fallas 
en productos, procesos y sistemas, así como evaluar y clasificar de manera objetiva sus efectos, causas y elementos de 
identificación, para de esta forma, evitar su ocurrencia y tener un método documentado de prevención.

1.	 Normalmente se aplicará en un negoció en Marcha.
2.	 Un interesado tercero de la empresa será el actor que solicitará este tipo de análisis de riesgos.
      Bancos, Auditores, etc.

2.2.- Tipo de  AMEF: 
Productos: El AMEF aplicado a un producto sirve como herramienta predictiva para detectar posibles fallas en el diseño, 
aumentando las probabilidades de anticiparse a los efectos que pueden llegar a tener en el usuario o en el proceso de 
producción.

Procesos: El AMEF aplicado a los procesos sirve como herramienta predictiva para detectar posibles fallas en las etapas 
de producción o prestación de servicios, aumentando las probabilidades de anticiparse a los efectos que puedan llegar a 
tener en el usuario o en etapas posteriores de cada proceso o prestación de servicio.

Sistemas: El AMEF aplicado a sistemas sirve como herramienta predictiva para detectar posibles fallas en el diseño del 
software, aumentando las probabilidades de anticiparse a los efectos que pueden llegar a tener en su funcionamiento.

Otros: El AMEF puede aplicarse a cualquier proceso en general en el que se pretendan identificar, clasificar y prevenir 
fallas mediante el análisis de sus efectos, y cuyas causas deban documentarse.
Nota: para nuestro análisis nos centraremos en el AMef de procesos de Negocios

2.3.- Ventajas del AMEF.
•	 Identificar las posibles falla de  un proceso  y/o sistemas
•	 Conocer a fondo el producto, el proceso o el sistema. 
•	 Identificar los efectos que puede generar cada falla posible. 
•	 Evaluar el nivel de criticidad (gravedad) de los efectos. 
•	 Identificar las causas posibles de las fallas. 
•	 Establecer niveles de confiabilidad para la detección de fallas. 
•	 Evaluar mediante indicadores específicos la relación entre: gravedad, ocurrencia y detectabilidad. 
•	 Documentar los planes de acción para minimizar los riesgos. 
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•	 Identificar oportunidades de mejora. 
•	 Generar Know-how. 
•	 Considerar la información del AMEF como recurso de capacitación en los procesos 

2.4.- Cuando  debo de implementar un AMEF.
•	 Diseño de nuevos productos y/o servicios.
•	 Diseño  y/o rediseño de procesos.
•	 Programas de mantenimiento preventivo.
•	 Etapas de documentación de procesos y productos.
•	 Etapas de recopilación de información como recurso de formación para la toma de decisiones.
•	 Por exigencia de los clientes.
•	 Cuando existan procesos, productos y/o servicios que generen problemas a la organización y que afecte sustancialmente 

el resultado y/o productividad financiera y operativa de la empresa.

2.5.- AMEF: Metodología auxiliar de Lean Manufactuing aplicado a los procesos  administrativos.
En la gestión administrativa de tareas y/o actividades diaria se generan retrasos de información  y sobrecostos en la 
prestación de servicios, o entrega de insumos derivado a que las actividades  que se ejecutan  por parte de los usuarios no 
son  eficientes, y mediante la aplicación de la metodología del AMEF, podemos detectar la causa raíz del problema.

2.6.- Procedimiento de aplicación de la AMEF.
1.	 Desarrollar un mapa del proceso (Representación gráfica de las operaciones).
2.	 Formar un equipo de trabajo (Team Kaizen), documentar el proceso, el producto, etc.
3.	 Determinar los pasos críticos del proceso.
4.	 Determinar las fallas potenciales de cada paso del proceso, determinar sus efectos y evaluar su nivel de gravedad 

(severidad).
5.	 Indicar las causas de cada falla y evaluar la ocurrencia de las fallas.
6.	 Indicar los controles (medidas de detección) que se tienen para detectar fallas y evaluarlas.
7.	 Obtener el número de prioridad de riesgo para cada falla y tomar decisiones.
8.	 Ejecutar acciones preventivas, correctivas o de mejora.

2.7.- Ejemplo de Matriz de Riesgos financieros, contables y administrativos
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2.8.- Problema: Casuística problema:
El Encargado de Costos del Colegio de “CCPGJ”, al realizar el cierre mensual detecta  que tiene problemas de valución de 
Inventaros de productos terminados, siendo esto un problema  recurrente.

a).- Existen libros de alta rotación con  cambios en costos constantemente  y que no son razonables.
b).- Cuando realiza el estado de resultados por la línea de Libros siempre tiene una variación en rentabilidad de 
producto, 
c).- Al respecto ha estado revisando las  facturas  y en la misma no  tienen cambios en los costos.
d).-  Le  indico el Contador general que revisar que estaba  pasando  al respecto.
e).- Información adicional:

Valor del Inventario promedio mensual $ 1,450,000.
Variación de rentabilidad en promedio va del 25%  al 38%.
La venta promedio en Libros mensuales es  de $ 850,0000 en promedio.  (Nota  por venta de Libros del  
Colegio representa en promedio  el  24% de  los Ingresos  totales.

2.9.- Análisis de Problema; Utilizando el Método AMEF

A.- Flujograma del proceso: Almacén  (Modelado en Bizagi)

B.- Análisis del proceso: Almacén (Modelado en Bizagi)

c).- Matriz de  Riesgos.a
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2.10.- Conclusión del Análisis AMEF.
En la revisión del proceso en cuestión se detecto varios errores de la información procesada por parte de los diferentes 
involucrados en el proceso.

a).- Se  presentan continuos errores en el levantamiento de la orden de compra, ya que no se ingresan en la Orden 
de Compra  los códigos de productos correctos.
b).- Al respecto el proveedor surte la mercancías en base a los códigos de productos, por lo tanto si los códigos de 
productos no son correctos, surte  y factura productos que no son requeridos en la librería.
c).- Derivado de lo anterior se emiten Notas de Crédito sobre productos facturados erróneamente.
d).-  Por otra parte se detecto que se reciben productos sin Orden de Compra  y derivado a que están en consignación 
algunos de ellos, al momento de facturar no están en el sistema ya que no fueron ingresados en tiempo, lo que 
genera que registren los productos con remisión a un precio de costo diferente al facturado por el proveedor, por lo 
que se generan diferencias de precio de producto entre lo ingresado previamente con la remisión y la factura final.
e).- En la matriz de riesgos ya quedo identificado los problemas en cuestión y se definió la iniciativa de mejora para 
corregir el problema, dicha iniciativa ya fue asignada a los responsables del proceso correspondiente.



Comisión de Dictamen

Materialidad en la 
auditoría

Autor:
CPC Jorge Gispert Uruñuela
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La tecnología en los últimos tiempos ha venido a facilitar el trabajo de auditoría, situación que ha optimizado los tiempos en 
beneficio de nuestros clientes por la oportunidad en el desarrollo de la misma, sin embargo en muchos casos ha hecho que 
descuidemos partes elementales en la planeación de nuestro trabajo  como es la determinación de la materialidad, que en 
estos tiempos tecnológicos se hace con el apoyo de los sistemas de cómputo que al efecto se utilizan.

En términos contables, la materialidad supone el significado que determinados hechos tienen en la toma de decisiones de 
un usuario razonable y cómo su inclusión o exclusión en los estados financieros va a tener consecuencias en la evaluación 
de sucesos pasados, presentes y futuros, así mismo, la materialidad o importancia relativa, supone las cifras determinadas 
por el auditor que señalan los errores materiales en la información financiera y en determinados tipos de transacciones, 
saldos contables o información a revelar que son importantes para la toma de decisiones.

La materialidad es aplicada por el Auditor cuando establece los riesgos para la realización de la auditoría y cuando conoce el 
efecto de un error no identificado en la auditoría, en las declaraciones incorrectas no corregidas, en los estados financieros 
y en la formación de la opinión sobre el informe del auditor.

Los juicios de materialidad deben proporcionan una base al Auditor para:

•	 Determinar la naturaleza, oportunidad y el alcance de los procedimientos en el establecimiento del riesgo.

•	 Identificar y evaluar los riesgos de incorrección material.

•	 Determinar la naturaleza, oportunidad y el alcance de los procedimientos para responder a los riesgos.

La materialidad determinada en la planeación de la auditoría no necesariamente establece un importe por el cual los errores 
no corregidos, en lo particular o en el conjunto, deberán ser evaluadas como inmateriales. Las circunstancias relacionadas 
podrán hacer que el auditor las evalúe como materiales aunque estén por debajo de la materialidad, considerando no solo 
el tamaño sino la naturaleza de los errores no corregidos y las circunstancias de lo ocurrido al evaluar los efectos en los 
estados financieros.

La determinación de la materialidad no debe ser un simple cálculo mecánico ya que debe involucrar el juicio profesional del 
Auditor considerando las necesidades de información financiera de los usuarios de la misma.  

Es necesario asumir que los usuarios de la información:

a) Tienen conocimiento de las actividades del negocio, económicas, la contabilidad y la voluntad de estudiar la 
información en los estados financieros.
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b) Comprender cómo los estados financieros están preparados, presentados y auditados a niveles de materialidad.

c) Reconocen las incertidumbres inherentes a la medición de los montos basados en el uso de las estimaciones, el 
juicio y las consideraciones de los eventos futuros.

d) Toman decisiones sustentadas en los estados financieros.

Al planificar la auditoria, el Auditor debe determinar los niveles de materialidad, de conformidad a lo siguiente:

Materialidad general: 
Esta se basa en lo que podría esperarse razonablemente que influya en las decisiones económicas de los usuarios de los 
estados financieros.

Materialidad específica: 
En este caso se establece por cada saldo de cuenta, clase de transacciones o ciertas revelaciones para las cuales se 
podría esperar que las incorrecciones de montos menores en la materialidad general influya en las decisiones económicas 
de los usuarios.  Esta deberá ser menor que la materialidad general.

Materialidad de desempeño:
Esta permite al Auditor reducir a un nivel apropiadamente bajo la probabilidad de que el agregado de errores no corregidos 
o no detectados exceda la materialidad general específica. Cabe mencionar que tanto para la materialidad general como 
para la específica, la materialidad de desempeño se establezca en una cantidad menor, como un porcentaje de la general o 
de la específica de acuerdo al conocimiento de la entidad financiera, el establecimiento de los riesgos identificados durante 
la fase de planeación y las incorrecciones identificadas en periodos anteriores.

Error tolerable:
Es una cantidad por debajo de la cual no sería necesario acumular las incorrecciones porque la acumulación de estas no 
tendrían un impacto material en los estados financieros.

La materialidad aplicable se determina al principio de la fase de planeación ya que esta impactará la naturaleza, la 
oportunidad y el alcance de los procedimientos de establecimiento de riesgos. Se puede determinar después de obtener 
los resultados financieros preliminares y una reunión inicial con el cliente, de la cual se tendrá un panorama general 
actualizado de los principales eventos que han tenido lugar durante el periodo a revisar, junto con el entendimiento del 
cliente basado en experiencias pasadas.

La materialidad general preliminar y la materialidad de desempeño se determinan antes de llevar a cabo nuestros 
procedimientos de establecimiento de riesgos, ya que es importante tener un concepto de lo que es material al identificar 
y establecer los riesgos de errores materiales.

Después de realizar los procedimientos de establecimiento de riesgos, la materialidad específica para transacciones 
particulares, los saldos de las cuentas, las revelaciones y la materialidad de desempeño específico, se establecen cuando 
sea necesario, junto con cualquier actualización de la materialidad general y de la materialidad de desempeño resultante 
de los procedimientos de establecimiento del riesgo.

La materialidad general y específica deben ser revisadas en caso de que el Auditor tenga conocimiento de la información 
durante la auditoría que habría llevado a la determinación de una cantidad diferente inicialmente; también debe reexaminarse 
en la fase final del trabajo cuando se evalúan las repercusiones de los errores y otros hallazgos surgidos en la auditoría.

Con lo anterior concluyo que al determinar la materialidad, es de suma importancia que el Auditor comprenda quienes 
serán los usuarios de la información o los interesados de los estados financieros, ya que estos pueden tener diversas 
expectativas de los mismos, por lo que al asumir lo anterior el Auditor podrá identificar los puntos de referencia adecuado 
para el uso de la base de la materialidad.



¿Y dónde está el 
auditor?

Autor: 
CPC Francisco Segura Chapa

Comisión Dictamen
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Un poquito de historia para entender el contexto
En su libro Empresas que mienten el maestro Orial Amat relata que existen indicios sobre revisión o certificaciones que 
se remontan a civilizaciones como el antiguo Egipto, Babilonia y en la India donde “existían sistemas de control de las 
entradas y salidas de los almacenes que eran orales, ya que los movimientos eran explicados de viva voz a los inspectores 
de tributos. (Primeras auditorías – del latín audire, que significa oír-). Y es que incluso en aquellas prácticas “los engaños 
contables se producían cuando los funcionarios y escribas enviados por el Emperador a recaudar los tributos del templo se 
quedaban con una parte de los mismos tras modificar los beneficios de las cosechas.”

Estos vestigios del inicio del trabajo del auditor ya nos van perfilando qué es lo que la sociedad o los ahora llamados 
usuarios de la información financiera esperan de nuestra profesión, algo que resulta tan sencillo y complejo a la vez, para 
poder entender, definir, medir y entregar, algo llamado “confianza”.

Nacimiento de los mercados internacionales
El correr de los años, la evolución y expansión de aquellas primeras civilizaciones, trajo como resultado que la información 
que utilizaban los reinos y dueños de los capitales se hiciera cada vez más compleja, con mayores retos para poder tomar 
decisiones, que requiriera de mayor oportunidad en su disposición, y que cada vez más se cuestionara sobre su fidelidad 
para seguir promoviendo el desarrollo de la actividad económica. Surgen entonces los mercados internacionales tanto para 
el comercio como para la inversión, por ejemplo, y solo por listar algunos tenemos en 1602 – Compañía Holandesa de las 
Indias Orientales.

Pero como era de esperarse, no todo es miel sobre hojuelas, y la información es poder, por lo que algunos grandes 
inversionistas aprovecharon su posición para tomar ventaja de ello y es entonces que para 1622 las quejas de los accionistas 
menores hicieron que las autoridades obligasen a las compañías a suministrar información a todos sus accionistas y no 
sólo a los que presidían el consejo.

Pero aún con esa incipiente regulación, se dieron sucesos que pusieron en jaque a los inversionistas, incluyendo algunos 
reyes quienes vieron perdido su capital en la expansión al nuevo mundo, por ejemplo, los siguientes casos: 

•	 En 1711 la quiebra de South Sea Company quienes reportaron operaciones con oro del Perú que no habían iniciado.
•	 En 1878 el colapso del City of Glasgow Bank, que se encargaba de pagar dividendos del 12% anual, cuando su 

situación de quiebra le había obligado a falsificar certificados de valoración de las inversiones mineras que tenía en 
EE. UU.

Es entonces que la necesidad de los usuarios ante la falta de confianza en la información que recibían, dio como resultado 
que algunas empresas empezaron en forma voluntaria a emplear auditores para asegurarse de que no se producían 
engaños en las cuentas.

•	 A partir de 1880 los capitalistas escoceses e ingleses que invertían en Bolsas norteamericanas enviaban a sus auditores 
para asegurarse de que los balances que suministraban las empresas eran fiables.

•	 A partir de 1930 se obliga a las empresas cotizadas en Estados Unidos a informar de sus estados contables y a 
someterlos a auditoría externa a cargo de un CPA.
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Nuevos engaños y nuevas regulaciones

Pero como nada en este mundo garantiza el correcto actuar el ser humano, surgen nuevos eventos que hacen que la 
sociedad cuestione la credibilidad de la contabilidad y de la auditoría, e inicia con ellos una nueva regulación para el trabajo 
del auditor.

Para 1941 la SEC señala la obligatoriedad de que los auditores incluyesen la confirmación de saldos con terceros y la 
comprobación física de la existencia de los activos tangibles luego de que en 1938 McKessonn & Robbins reportara fraudes 
tras diez años de “inflar” inventarios y cuentas por cobrar.

En 1968 Bar Chris Construction Corporation presentó un deterioro muy importante entre la fecha de cierre del ejercicio y la 
fecha en que se publicó el informe de auditoría. Este hecho trajo como resultado la obligatoriedad de evaluar, en el informe 
de auditoría, hechos posteriores que pudiesen modificar la imagen que ofrecían las cifras a la fecha de cierre.

Nuevas crisis y nuevos colapsos de la economía como la serie de acontecimientos al inicio del nuevo milenio hicieron 
nuevamente que la sociedad se preguntara sobre el desempeño de los “guardianes de la verdad”, “los paladines de 
la confianza y certeza de la información financiera” y su actuar ante las grandes corporaciones. Casos como Enron, el 
pinchazo de la burbuja “punto com”, WorldCom, Global Crossing, Tyco, Xerox, Parmalat, pusieron de manifiesto que, 
al menos ante los ojos de la sociedad, alguien no estaba haciendo su trabajo, o al menos no como se espera que fuera 
ejecutado.

La respuesta de los organismos reguladores, tras una serie de consideraciones sobre el trabajo de propios y extraños, vino 
a revolucionar el mundo de las entidades públicas y a marcar la pauta para que el trabajo de revisión impactara también a 
las entidades privadas.

Surge en 2002 la regulación  comúnmente conocida como 404 – Ley Sarbanes Oxley, que entre muchos otros 
requerimientos incluye la obligación para las entidades de evaluar y reportar sobre la existencia de controles internos que 
“aseguren” que las transacciones de las entidades y su reporte financiero son adecuadamente reportados y que existen 
los controles suficientes para que los encargados de su administración y operación sean capaces de identificar posibles 
desviaciones que tengan un impacto material en los estados financieros. Así mismo, surge la obligación para los auditores 
de estas entidades de pronunciarse al respecto.

Otras medidas internacionales involucraron el que Estados Unidos reformara leyes mercantiles, se modifican normas de 
auditoría en muchos países, la adopción de Normas de Internacionales Información Financiera (IFRS) para entidades 
públicas europeas y el nacimiento del PCAOB – auditor de auditores -.

Con toda esta nueva regulación, para 2009, vuelven a darse escándalos financieros en el mundo, originados por transferencia 
de recursos a territorios de baja regulación, reformulación de estados financieros de compañías públicas ocasionados por 
mala valoración de activos y deuda, incorrecta estimación de ingresos, deficiencias en la información sobre riesgos, etc. 

El mundo evoluciona y con ello la complejidad de las transacciones económicas y la creatividad humana para resolverlas. 
¿O tomar ventaja de ellas?

Diferencia de expectativas
Lo que resulta innegable es lo que parece ser el eterno juego del huevo y la gallina ¿Qué hacemos primero, creamos 
regulaciones o ideamos nuevas formas de hacer negocios en el mundo?

Si bien ha quedado claro que el objetivo de la auditoría es aumentar el grado de confianza de los usuarios de los 
estados financieros que formulan los administradores, y que dicho objetivo se logra, desde el punto de vista del auditor, 
al establecer que la opinión del auditor es sobre la evidencia que obtuvo respecto de que los estados financieros en 
su conjunto están libres de errores materiales debido a fraude o error; mientras que por otra parte, los usuarios de los 
estados financieros tienen normalmente una percepción distinta, por ello la interrogante “¿Dónde estaban los auditores?” 
cuando salta un escándalo contable.



28BOLETÍN TÉCNICO

El AICPA en su “Revisión independiente de la calidad y eficacia de la auditoría” menciona como factores clave los siguientes:

•	 El primer factor clave es determinar la identidad de los usuarios de la información financiera y no financiera corporativa. 
El valor de la auditoría y si la auditoría sirve al interés público sólo puede evaluarse en función de si cumple con las 
necesidades y expectativas de los usuarios.

•	 El segundo factor clave está relacionado con el primero, pero es más específicamente una necesidad de describir 
lo que se entiende por “interés público”. Podría decirse que todos los auditores dirían que cumplen con su trabajo y 
producen el resultado de auditoría basados en el interés público, pero existen diversas opiniones sobre lo que significa 
“actuar en interés público”.

Por su parte el IAASB, en su documentación y reciente consulta sobre “Fraude y negocio en marcha en una auditoría 
de estados financieros: explorando las diferencias entre la percepción del público acerca del rol del auditor y las 
responsabilidades del auditor en una auditoría de estados financieros”, hace hincapié en la necesidad de explorar los 
temas relacionados con las expectativas de los usuarios de la opinión del auditor dado que el rol del auditor al respecto es 
un asunto de interés público”.

Lo que unos y otros entienden
Al parecer el verdadero conflicto es, como en toda situación humana, un problema de entendederas, justo en ese camino 
entre lo que se pretende comunicar y lo que el receptor quiere interpretar o recibir.

Para los auditores parece ser muy claro que la imagen fiel de la situación patrimonial es el apego a las normas contables y 
a la legislación vigente, es decir la realidad vista a través de los anteojos de un marco normativo, y aún entre gitanos 
hay discrepancias, ya que los resultados pueden variar de un país a otro para un mismo ente económico.

Si bien hay ciertos estándares mundiales para la ejecución del trabajo del auditor, Nomas Internacionales de Auditoría, 
y las reglas de evaluación de su trabajo para entidades públicas como lo es el PCAOB quien controla la calidad de las 
auditorías, donde dicho sea de paso las deficiencias comunes están relacionadas con la evaluación del control interno, las 
estimaciones contables y los muestreos, temas meramente vistos a juicio del auditor, hay factores que pueden influir en 
la ejecución de los trabajos como honorarios vs calidad, independencia, las expectativas de las agencias de rating y las 
expectativas del mercado.

Los reguladores, quienes velan por el bien de los usuarios, sin entrar en detalles sobre la igualdad de los mismos y con la 
mente de que el principal usuario de la información es la sociedad en sí misma, cada vez piden más del trabajo de auditoría. 
En cada período de recesión económica se aprueban nuevas normativas con el intento de evitar que se vuelvan a producir 
los fraudes y colapsos de las economías.

Debemos también reconocer que la información financiera tiene limitaciones, precios de adquisición, diferencias contables 
internacionales, métodos de valuación de intangibles, complejidad de la normatividad fiscal, económica, financiera, legal, 
etc.

La evolución y objeto de los trabajos de aseguramiento y atestiguamiento que hoy en día realizan los auditores, tales como 
: a) Auditoría de estados financieros, b) Dictamen para efectos fiscales, c) Dictamen para efectos del Seguro Social, d) 
Dictamen del INFONAVIT, e) Dictamen de contribuciones locales, f) Dictamen por enajenación de acciones,  g) Pericial 
contable, h) Revisión de información financiera intermedia, i) Otros servicios bajo normas para atestiguar (Serie 7000), j) 
Informe del contador público sobre el resultado de la aplicación de procedimientos convenidos, k) Informe sobre trabajos 
para compilar información financiera, y otros que los usuarios podrían solicitar y que no están necesariamente normados 
o contemplados, responde a  los requerimientos de los propios usuarios de dichos reportes en su búsqueda de confianza.

¿La solución?
Lo único que parece aportar a resolver la discrepancia entre la expectativa de los usuarios de la información financiera y 
el trabajo que ejecuta el auditor con base en un marco normativo es comunicación y promoción de lo que hace y lo que no 
hace un auditor en el desarrollo de su trabajo. Lo que sí hace, y así debe ser entendido, es:
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Entender el compromiso de auditoría y ser claro con el usuario respecto del alcance y limitaciones de sus procedimientos 
y juicios. Ser específico en el alcance del servicio, ya sea Auditoría, Revisión o cualquier otro trabajo adecuado a las 
circunstancias. Entender el negocio e industria de nuestro cliente par poder evaluar riesgos, hacer consideraciones de 
materialidad, identificar cuentas o asuntos significativos a reportar.

Mantener comunicación constante con la administración y patrocinador de sus servicios respecto de las deficiencias de 
control, diferencias de auditoría, pero sobre todo anticipar asuntos clave.

Hasta aquí, como rezan los dichos populares, “yo soy responsable de lo que quise decir, no de lo que tú quieras entender”.
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El régimen fiscal aplicable a la enajenación de acciones resulta innecesariamente más complejo e injusto, en la medida 
en que involucra a las pérdidas fiscales sufridas y/o amortizadas por la sociedad emisora, en la determinación del costo 
fiscal de las acciones por ella emitidas. Adicionalmente, tiene tantos errores y tan notorios, que no resulta creíble que 
después de tantos años, nuestras autoridades fiscales no se hayan percatado de ellos y abocado a corregirlos; quizá la 
única explicación sea que la misma autoridad no entiende a cabalidad dicho régimen y, por ende, tiene temor de modificar 
sus disposiciones.

El presente artículo no está enfocado a definir integralmente el régimen de referencia, ello lo hago (o pretendo hacer) en el 
libro que recientemente escribí y que me hizo favor de publicar el IMCP; tampoco a abordar todos los errores que contiene 
el citado régimen, porque para ello necesitaría trascribir prácticamente el libro de referencia y, aun así, todavía me faltaría 
mencionar algunos de ellos. Así pues, este artículo está enderezado a comentar los que considero son los tres errores 
principales que -en opinión del suscrito- se contienen en dicho régimen, como sigue:

Primer error: involucrar a las pérdidas fiscales de la sociedad emisora
Nuestro actual régimen fiscal en materia de dividendos, se basa acertadamente en transparentar los resultados obtenidos 
por una persona moral, al distribuir esta las utilidades a la persona física; esto es, se pretende que independientemente 
de que la persona física decida ejercer su actividad en forma directa (o sea, como persona física), o decida para ello 
utilizar una ficción jurídica como resultan ser las sociedades mercantiles, se llegue a una misma tributación. Para lograr lo 
anterior, el legislador establece la obligación de que la persona física acumule no sólo el dividendo recibido, sino también 
el impuesto corporativo cubierto por la sociedad mercantil en la parte que corresponda a dicho dividendo; pero permite 
acreditar dicho impuesto corporativo, contra el impuesto a cargo que resulte a la persona física.

Si bien este régimen se ve alterado con el impuesto sobre dividendos que se estableció sobre las utilidades generadas a 
partir del ejercicio fiscal 2014 -el cual es deseable se elimine a la brevedad para volver a lograr igualdad en la tributación- 
lo que resulta claro es que el régimen de transparencia solo se da en materia de dividendos, sin involucrar las pérdidas 
fiscales sufridas y/o amortizadas por la sociedad mercantil emisora de las acciones; por ende, bastaba con involucrar las 
diferencias de CUFINES (así se controla todo lo relativo a los dividendos) para reflejar adecuadamente esa transparencia 
fiscal en el costo fiscal de las acciones, pero el legislador fue más allá e involucró a dichas pérdidas.

El hecho de involucrar como un efecto negativo a las pérdidas que sufre la sociedad emisora y que no se amortizan al 
momento de enajenar las acciones por ella emitidas, y como un efecto positivo a las pérdidas fiscales que tenía la empresa 
antes de la adquisición de las acciones y que se amortizan durante el periodo de tenencia, nos puede llevar a distorsionar 
totalmente la utilidad o pérdida obtenida en la operación; incluso nos puede llevar a cambiar al verdadero sujeto del 
impuesto, como demostraré con un sencillo ejemplo:
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•	 Se constituye el 1 de marzo de 2018 la Sociedad A con un capital social de $100,000 del cual Juan aporta $50,000 y 
Pedro $50,000; esto es, el 50% cada uno.

•	 El ejercicio fiscal 2018 concluye con una pérdida fiscal de $80,000.

•	 En 2019 la empresa empieza a recuperarse, pero Pedro se vio en problemas financieros y vendió sus acciones a 
Luis en noviembre de 2019 en la cantidad de $40,000; como se podrá ver, la venta se realizó un mes antes de que 
concluyera el ejercicio fiscal 2019.

•	 El ejercicio fiscal 2019 concluyó con una utilidad también de $80,000 pero la Sociedad A no pagó impuesto en virtud de 
que amortizó la pérdida de 2018.

•	 En mayo de 2020, Juan y Luis vendieron sus acciones a razón de $75,000 para cada uno.

Como claramente se puede apreciar, Juan ganó $25,000, Pedro perdió $10,000 y Luis ganó $35,000, pero si aplicamos el 
régimen fiscal vigente, se tendría lo siguiente:

Resulta evidente que el hecho de que las pérdidas sufridas por la sociedad emisora en su primer ejercicio ($80,000) y que 
se computan negativamente al determinar el costo fiscal de las acciones de Pedro (al 50% son $40,000), llevan a que la 
pérdida real que sufrió esta persona, se traduzca en una utilidad fiscal; y que esas mismas pérdidas, amortizadas durante el 
periodo de tenencia en que el accionista ya era Luis, incrementan el costo fiscal de las acciones de este y, por consiguiente, 
la utilidad real generada por Luis ($25,000) se convierta en una pérdida fiscal ($5,000).

El resultado global es el mismo ($50,000 de utilidad), pero se está distribuyendo fiscalmente en una forma totalmente ajena 
a la realidad; de ahí que insista, resulta inconcuso que es un error involucrar a las pérdidas fiscales en la determinación del 
costo fiscal de las acciones, lo que nos puede llevar a cambiar al verdadero sujeto del impuesto.

Segundo error: solo juegan las diferencias de CUFINES cuando la final es superior a la inicial
Como ya apuntaba, nuestra legislación fiscal involucra un régimen de transparencia tendiente a que se soporte una misma 
carga tributaria cuando la actividad se ejerce como persona física, que cuando para realizarla se utiliza una ficción jurídica 
como son las sociedades mercantiles; por tanto, para determinar adecuadamente el costo fiscal de las acciones debe 
involucrarse a los dividendos recibidos y/o pagados por la sociedad emisora y, para ello, la forma más sencilla de hacerlo 
es a través de la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta (CUFIN).
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Cuando el régimen de enajenación de acciones empezó a involucrar a la diferencia de saldos en la CUFIN como un 
elemento para determinar el costo fiscal de las acciones (1 de enero de 1996), acertadamente se estableció que si la 
CUFIN final era superior a la inicial, la diferencia incrementaba el costo fiscal de las acciones; y por el contrario, que cuando 
la CUFIN final fuera inferior a la inicial, esa diferencia disminuía el costo fiscal de las acciones.

Sin embargo y en lo que solo puede interpretarse como un error del legislador, a partir del 1 de enero de 2003 el artículo 22 
en su fracción II inciso a) de la LISR, establece que cuando el saldo de la CUFIN final sea superior a la inicial, la diferencia 
incrementará el costo fiscal de las acciones; pero no existe disposición en el sentido de que cuando el saldo final de la 
CUFIN sea inferior al inicial, ese diferencial disminuya el costo fiscal de las mismas.

Resulta inconcebible que datando el error desde el 1 de enero de 2003, a la fecha no se haya percatado del mismo la 
autoridad fiscal y haya procedido a corregirlo, desde luego a través de los canales apropiados para ello; habrá quien sostenga 
que ese error queda cubierto con el tercer párrafo de la fracción III del artículo 22 de la LISR, al que he denominado de 
mi parte como “prueba global” y que, en esencia, consiste en sumar todos los “elementos negativos” que intervienen en la 
determinación del costo fiscal de las acciones (CUFIN inicial, reembolsos pagados, CUFIN negativa y pérdidas sufridas no 
amortizadas) y compararlos contra los “elementos positivos” involucrados en dicha determinación (CUFIN final y pérdidas 
sufridas con anterioridad a la adquisición de las acciones y amortizadas durante el periodo de tenencia). Y si la suma de 
los elementos negativos arroja una cantidad superior a la de los elementos positivos, la diferencia se disminuirá del costo 
comprobado de adquisición de las acciones de que se trate. Incluso y de manera absurda, se establece que cuando ese 
diferencial sea superior al costo comprobado de adquisición, las acciones de que se trate no tendrán costo fiscal y el 
excedente, considerado por acción, se deberá disminuir del costo promedio de las siguientes acciones que enajene el 
contribuyente, aunque esas acciones correspondan a otra sociedad emisora.

En mi opinión ese párrafo no está enderezado a subsanar el error de no disminuir el costo fiscal de las acciones cuando la 
CUFIN inicial sea superior a la final, si no nada más a establecer que cuando los cálculos anteriores a ese párrafo arrojen 
un saldo negativo, el diferencial se disminuya de la siguiente enajenación de acciones; baso mi opinión en los siguientes 
razonamientos:

a. Desde el 1 de enero de 1983 y hasta el 31 de marzo de 2002, la LISR establecía (en aquel entonces en su 
artículo 19 y desde luego con los conceptos que en aquella fecha se involucraban) que si los elementos negativos 
eran superiores a los positivos (actual prueba global), el excedente formaría parte de la ganancia de esa misma 
operación, lo cual resulta con mucho más acertado, puesto que no se está difiriendo el momento de causación del 
impuesto a la siguiente enajenación, que quizá nunca ocurra o, en el mejor de los casos, es incierta; a partir del 1 de 
abril de 2002 es que está en vigor la prueba global en los términos del actual artículo 22 fracción III tercer párrafo, y 
en ese entonces todavía se disminuía el monto en que la CUFIN inicial fuera superior a la final.

Consecuencia de lo anterior, la “prueba global” no está enderezada a cubrir el error a que me he referido, sino 
a establecer que el diferencial, cuando exceda al costo comprobado de adquisición, se restará de la siguiente 
enajenación de acciones que realice el contribuyente, en lugar de considerarla como parte de la ganancia de la 
enajenación en que se tenga el diferencial.

b. De considerarse a esa prueba global como un ajuste adicional a los indicados en las fracciones I, II y III, esta 
última en su primer párrafo, nos llevaría al absurdo de duplicar en algunos casos el efecto negativo de las pérdidas 
fiscales no amortizadas a la enajenación; si bien el artículo 24 del RISR palía en ocasiones esa duplicidad, no lo 
hace en todos los casos. Por tanto, no podemos caer en el error de interpretar la disposición en forma absurda 
(duplicar el efecto de las pérdidas).

c. Puede ser que la CUFIN inicial sea superior a la final, pero que ese monto sea inferior v.gr. al monto de las 
pérdidas que había sufrido la empresa antes de la adquisición de las acciones y que fueron amortizadas durante el 
periodo de tenencia, por lo que esa prueba global no subsanaría en modo alguno el error cometido por el legislador.

Tercer error: Cálculo “por capas” cuando varía el número de acciones

El quinto párrafo del artículo 22 de la LISR establece que, si el número de acciones de la persona moral emisora varió 
durante el periodo de tenencia, los contribuyentes deberán efectuar los cálculos relativos por cada uno de los periodos en 
los que se mantuvo el mismo número de acciones.
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Lo primero a destacar al respecto es que la Ley no debiera contemplar solo el caso de variación en el número de acciones 
de la emisora, sino también cuando haya variado el número de acciones propiedad del accionista de que se trate; esto 
es, si una emisora tenía 100,000 acciones en circulación y un accionista tenía 10,000 pero posteriormente adquirió 5,000 
acciones por compra a otro accionista, el cálculo también debe realizarse por capas, aun cuando el número de acciones 
de la emisora no varió. No hay posibilidad de hacer los cálculos, sino es en función del periodo en que se mantuvo una 
tenencia de 10,000 acciones y el otro periodo con una tenencia de 15,000 acciones.

Ahora bien, un punto que no está adecuadamente regulado y que se presta al menos a dos interpretaciones, es el relativo 
a las pérdidas fiscales sufridas por la sociedad emisora “en una capa” y que se amortizan antes de la fecha de enajenación, 
pero “en otra capa”. Para ejemplificar lo anterior y siguiendo las cifras a que aludí en el párrafo anterior, supóngase que 
el accionista adquirió las 10,000 acciones el 10 de abril de 2017 y en ese ejercicio, la emisora sufrió una pérdida de 
$1’000,000; el 20 de junio de 2018 se adquirieron las otras 5,000 acciones por compra al otro accionista y en ese ejercicio, 
la sociedad tuvo una utilidad fiscal de $1’500,000; y esa persona vendió sus 15,000 acciones el 20 de mayo de 2019.

Al respecto, el artículo 22 fracción II inciso b) de la LISR establece que para determinar el monto original ajustado de 
las acciones, se restarán las pérdidas fiscales que la persona moral tenga a la fecha de enajenación, desde luego en la 
proporción que corresponda a las 10,000 acciones; la fracción III de dicho dispositivo señala que se sumarán las pérdidas 
fiscales que la emisora haya sufrido antes de la fecha de adquisición de las acciones y que se hayan amortizado durante el 
periodo de tenencia; y como ya dijimos, el quinto párrafo de dicho artículo establece que, habiendo variación en el número 
de acciones, las pérdidas -y los demás elementos que intervienen en el cómputo- se calculen por cada uno de los periodos 
en que se haya mantenido el mismo número de acciones.

Con base en lo anterior, está claro que tenemos dos capas accionarias: una que abarca del 10 de abril de 2017 al 19 de junio 
de 2018 (10,000 acciones) y otra del 20 de junio de 2018 al 20 de mayo de 2019 (15,000 acciones); en la primera de las 
capas se sufrió una pérdida por $1’000,000 pero la misma no está pendiente de amortizar a la fecha de la enajenación, mas 
sí a la fecha en que se termina esa capa; y al iniciar la segunda, se tenía ese $1’000,000 de pérdidas que se amortizó antes 
de la enajenación, o sea durante el periodo de tenencia. Luego entonces, aplicando literalmente las diversas disposiciones 
involucradas, habrá quien no considere el ajuste negativo al costo de las acciones porque las pérdidas no están pendientes 
de amortizar a la fecha de enajenación, pero sí el efecto positivo porque dichas pérdidas estaban pendientes de amortizar 
a la fecha en que inicia la segunda de las capas, y las mismas se amortizaron durante el periodo de tenencia.

En lo particular, soy de la opinión de que el $1’000,000 de pérdidas del ejercicio fiscal 2017 deben computarse en forma 
negativa en la primera de las capas y en forma positiva en la segunda de ellas, con lo cual se anula su efecto, subsistiendo 
solo por lo que hace a las 5,000 acciones que se compraron en 2018, lográndose así la neutralidad en el tratamiento de 
las mismas; para ello, asumo que debe hacerse “el corte” de las pérdidas no amortizadas al término de cada capa, pero 
indebidamente la Ley nos remite sólo a la fecha de enajenación. En tal virtud, no estoy en contra de quienes deciden aplicar 
las disposiciones literalmente y solo toman el efecto positivo de las pérdidas en esos casos; lo que es deseable y necesario, 
es que se corrija esa indebida redacción a la brevedad.

CONCLUSIONES:
Si vemos las exposiciones de motivos que hace el Ejecutivo Federal al remitir cada iniciativa de reformas a los ordenamientos 
fiscales, apreciaremos que prácticamente en todas ellas se menciona como uno de los objetivos, la simplificación de las 
disposiciones fiscales, aunque en la realidad, esas reformas se traducen exactamente en lo contrario; el régimen fiscal 
aplicable a la enajenación de acciones lo pueden simplificar sencillamente eliminando las pérdidas de la sociedad emisora 
como parte de dicho cómputo, lográndose además una tributación más justa.

Por si fuera poco, el citado régimen está plagado de errores que van desde el utilizar términos incorrectos (v.gr. en ocasiones 
se refieren al costo de adquisición y en otras al costo de adquisición actualizado, cuando en ambos casos debieran remitir 
al monto original ajustado de las acciones), o referir indebidamente a un elemento (por ejemplo, al costo promedio por 
acción de las acciones resultantes de una fusión o escisión, cuando debieran aludir al costo total del paquete accionario); 
o la forma de realizar la retención y el pago provisional cuando se dictamina una enajenación de acciones.

Lo que resulta inconcebible es que la autoridad no se haya percatado, después de tantos años que tiene el citado régimen, 
de esos y otra serie de errores que el mismo contiene; la única interpretación que hace el suscrito respecto de esa 
pasividad de la autoridad, es que ella misma no entiende a cabalidad el citado régimen y, por ende, tiene temor de modificar 
las disposiciones aplicables y, con ello, originar una merma en la recaudación bajo este rubro.

En resumen, es necesario y además urgente, que la autoridad se aboque a corregir sustancialmente todo el régimen fiscal 
aplicable a la enajenación de acciones.
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Recientemente el Poder Judicial de la Federación nos sorprendió con una sentencia de un amparo directo que circuló en 
redes sociales, en la que determinó que los honorarios pagados a un Contador Público no eran acreditables para efectos 
del IVA.

En dicha sentencia1, el Tribunal Colegiado determinó que el acreditamiento no se basa en los ingresos que obtuvo el 
contribuyente, sino que “…equivalen al gravamen sobre el valor que esa persona añade al producto o servicio en la 
cadena de producción, esto es, el VALOR AGREGADO”

Así indica el Tribunal que para el correcto funcionamiento recaudatorio del IVA, se debe observar el “…principio de la 
continuidad productiva...” según el cual -dice el Tribunal- para que el impuesto realmente sirva para gravar el consumo, el 
contribuyente que lo entera “… únicamente puede acreditar el IVA que le fue trasladado, si el traslado se realizó con motivo 
de la percepción de insumos (adquisición de bienes, contratación de servicios independientes, o uso o goce temporal 
de bienes), necesarios para llevar a cabo las actividades gravadas que realice el propio contribuyente (incluyendo las 
gravadas con tasa 0%)… ”

Sobre este “principio de la continuidad productiva” el Tribunal Colegiado no hace mayor referencia ni cita alguna fuente 
bibliográfica o jurisprudencial en que lo sustente. Sin embargo, en la exposición de motivos del Impuesto al valor Agregado 
presentada por el ejecutivo el 30 de noviembre de 1978, se señala entre otras cosas un punto que tal vez podría ser la 
fuente del denominado principio, al especificarse lo siguiente:

Exposición de motivo de la Ley del Impuesto al Valor Agregado
30 de noviembre de 1978

“El impuesto al valor agregado que se propone en esta Iniciativa, se debe pagar también en 
cada una de las etapas entre la producción y el consumó; pero el impuesto deja de ser en 
cascada, ya que cada industrial o comerciante al recibir el pago del impuesto que traslada a 
sus clientes, recupera el que a él le hubieran repercutido sus proveedores y entrega al Estado 
sólo la diferencia. En esta forma, el sistema no permite que el impuesto pagado en cada etapa 
influya en el costo de los bienes y servicios y al llegar éstos al consumidor final no llevan 
disimulada u oculta en el precio, carga fiscal alguna

(…)

Los comerciantes e industriales calcularán el impuesto sobre el valor total de las actividades 
que realicen y por las que se deba pagar este impuesto y podrán acreditar el que previamente 
les hubiese sido trasladado, siempre que corresponda a bienes o servicios destinados 
exclusivamente a la realización de las actividades por las que se deba pagar impuesto 
y éste conste expresamente y por separado en documentación que reúna requisitos 
fiscales.”

1 Amparo directo 109/2019, sentencia del 13 de mayo de 2020
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Ahora bien, el Tribunal explica en la sentencia que para que el objeto del gravamen sea en realidad, el valor agregado que 
genera el contribuyente al comercializar bienes y servicios, “…el cálculo del impuesto debe forzosamente implicar la resta 
del impuesto aplicable a las operaciones que implican gastos realizados por el contribuyente para la realización de las 
actividad gravadas, esto es, por ejemplo, para la fabricaciòn o generaciòn del bien o servicio…”

En materia del acreditamiento, el Tribunal aclara que éste se hace respecto al impuesto que a su vez se le trasladó al 
contribuyente al percibir insumos, pero siempre que “…éstos sean estrictamente necesarios para realizar la actividad 
por la que se pagará el impuesto…”

Así, señala el Tribunal que conforme al “principio de continuidad en la cadena productiva” el contribuyente “…debe 
demostrar que la percepción de insumos en la que le fue trasladado el IVA, es indispensable para la realización 
de las actividades gravadas que realiza, pues de tal manera, únicamente enterará por concepto de IVA, la cantidad 
equivalente al impuesto que grava el valor que él mismo agrega al bien o servicio en la cadena productiva…”

Y que la acreditación establecida en la Ley del Impuesto al valor Agregado tiene una naturaleza distinta al concepto de 
deducción previsto en la Ley del Impuesto Sobre la Renta, ya que aquella tiene como finalidad “…respetar el principio de 
proporcionalidad tributaria, atendiendo a la continuidad en la cadena productiva, de manera que, el contribuyente que 
enajena bienes debe demostrar que la percepción de insumos en la que le fue trasladado el impuesto, es indispensable 
para la realización de las actividades gravadas que realiza, de tal manera, únicamente pague por concepto de IVA, la 
cantidad equivalente al impuesto que grava el valor que él mismo agrega al bien…”

Por lo que razona el Tribunal Colegiado que únicamente serán acreditables para efecto de la devolución del IVA, aquellas 
erogaciones se hubieran realizado “…a manera de insumos o costo de producción, los que tengan el carácter de 
estrictamente indispensables para la realización de sus actividades, y por las que el contribuyente hubiera pagado 
IVA, al habérsele trasladado en su percepción…”

De ahí que haya resuelto que la prestación de servicios profesionales de contabilidad que el contriuyente contrató para 
aumentar las probabilidad de obtener una resolución favorable, en una solicitud de devolución “…no resulta estrictamente 
indispensable, conforme al principio de continuidad de la cadena productiva, a efecto de realizar la actividad que 
prevé el objeto social de la empresa quejosa…”

Lo anterior, porque según el Tribunal Colegiado “…de ninguna manera se puede estimar, que la prestación de servicios 
contratada, por la cual se trasladó a la sociedad quejosa el IVA, se pueda considerar como un insumo, al cual a 
su vez el contribuyente pueda agregarle valor, con su aportación a la cadena de producción, generando con ello 
un bien o servicio por el cual a su vez se trasladará el impuesto al consumidor final, por ende, no puede estimarse como 
acreditable…”

Así, el Tribunal define lo que a su juicio debe de entenderse como la “indispensabilidad” en materia de IVA, al definir que 
éste concepto se encuentra “…estrechamente vinculado con la consecución del objeto social de la empresa, es decir, debe 
tratarse de un gasto necesario para que cumplimente en forma cabal sus actividades como persona moral y que le reporte 
un beneficio, de tal manera que, de no realizarlo, ello podría tener como consecuencia la suspensión de las actividades de 
la empresa o la disminución de éstas, es decir, cuando de no llevarse a cabo el gasto se dejaría de estimular actividad de 
la misma, viéndose, en consecuencia, disminuidos sus ingresos en su perjuicio…”

En este sentido, el Tribunal resuelve que los honorarios pagados al contador no son acreditables para efectos del IVA al no 
ser estrictamente indispensable para la actividad o acto que realiza el contribuyente, ello por lo siguiente:

1.	 Porque la erogación NO está destinada o relacionada directamente con el IVA que a su vez el contribuyente traslado, 
pues  “…no resulta un insumo indispensable a efecto de que pueda continuar la cadena de producción…”

2.	 Porque la erogación NO es necesaria para alcanzar los fines de su actividad o el desarrollo de ésta, pues “…para 
la cadena productiva no repercute la contratación de servicios profesionales en materia fiscal No resulta un insumo 
indispensable a efecto de que pueda continuar la cadena de producción...”
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3.	 Porque no resulta indudable que de no haberse realizado la erogación, se podrían afectar las actividades o entorpecer 
el normal funcionamiento o desarrollo de la contribuyente, pues “…el trámite para la cual se contrató la asesoría 
especializada en materia fiscal, consistente en la solicitud de devolución de saldo a favor, constituye un derecho en 
favor del contribuyente, que se puede ejercer de la forma que este determine; sin embargo, el pago de impuestos le 
resulta una obligación constitucional, por lo cual el monto que se obtenga por concepto de devolución por saldo 
a favor, no puede considerarse como un insumo indispensable sin el cual se afectarían sus actividades o se 
entorpecería su normal funcionamiento, pues en todo caso su ausencia repercutiría en las ganancias netas, no 
así en la cadena de producción…”

4.	 Porque no obstante la consecuencia del servicio contratado, pudiera representar un beneficio o ventaja para la empresa 
en cuanto a sus metas operativas; lo cierto, es que “…no todo tipo de ingreso puede considerarse como estrictamente 
indispensable, pues si bien es cierto que de recuperar activo, se podrá reinvertir en insumos para lograr las 
metas operativas, este punto no puede ser aislado, sino que debe analizarse en conjunto con los anteriores…”

5.	 Porque la erogación por servicios profesionales, no está en proporción con las operaciones del contribuyente pues “…
no está estrictamente relacionada con el producto final comercializado, respecto del cual se trasladará a su 
vez el IVA al consumidor y no constituye un insumo indispensable para su producción, de manera que no es 
proporcional con las operaciones habituales del contribuyente…”

Por su parte en la sentencia el Tribunal atiende ciertos argumentos que hizo valer la empresa quejosa, declarándolos 
infundados bajos las siguientes consideraciones:

1.	 Porque si bien obtuvo un ingreso como consecuencia de la contratación de los servicios; sin embargo dice el 
Colegiado, ese ingreso no puede considerarse como parte de la cadena de producción gravada por el IVA, al no 
ser estrictamente indispensable para la elaboración del producto que se comercializa de acuerdo con su objeto social.

2.	 Porque no le asiste la razón a la quejosa en virtud de que si bien su objeto social le permite contratar por su cuenta 
o por encargo de terceros, la realización de cualquier clase de trabajo relacionado con su objeto, así como contratar 
la prestación y contratación de servicios técnicos, consultivos y de asesoría, así como la celebración de contratos o 
convenrios para la realización de sus fines, “…debe entenderse tal expresión como la facultad de contratar cualquier 
tipo de servicios y asesoría necesarios para efectos de lograr la producción, elaboración de jarabe de agave, inulina 
líquida e inulina en polvo, que constituye su actividad económica…”

3.	 Porque con independencia de la falta de experiencia y especialización de la quejosa en temas fiscales, “…el servicio 
contratado no es necesario para lograr la consecución de su actividad económica, en virtud de que si esta 
consiste en la generación de ingresos a través de la comercialización de productos derivados del agave, a efecto de 
manufacturar tales productos debió adquirir insumos, por los cuales pagó un IVA que le fue transferido y respecto del 
cual tiene derecho a que le sea devuelto la parte acreditable, conforme a la continuidad de la cadena de producción; 
sin embargo, la asesoría contratada para realizar tal trámite, en nada se relaciona con la actividad productiva, 
que es por la cual se trasladara el IVA al consumidor del producto manufacturado…”

4.	 Porque no obstante contratar asesores en materia especializada sea una práctica cotidiana, ello no implica que por ser 
una práctica recurrente deba considerarse como estrictamente indispensable para la actividad comercial de la quejosa, 
“…porque tal contratación tiene como finalidad lograr un beneficio económico, que se traduce en lograr una 
devolución de saldo a favor por concepto de impuestos, es decir pretende aumentar el activo, a través de un beneficio 
fiscal que disminuye el pasivo; sin embargo, no se genera ingreso conforme a la actividad productiva…”

5.	 Porque no todo servicio que sea contratado para generar activo puede considerarse como estrictamente indispensable, 
máxime que en el caso, como tal “…no se generó un ingreso, sino una devolución de saldo a favor por impuestos 
efectivamente pagados…”

6.	 Porque si bien el activo reintegrado le permitió pagar insumos, no por ello, “…implica que la actividad constituya un 
insumo, ni que resulte indispensable para garantizar la cadena de producción,…”

7.	 Porque no le asiste la jurisprudencia RENTA. LA PROCEDENCIA DE LAS DEDUCCIONES EN EL IMPUESTO 
RELATIVO NO ESTÁ CONDICIONADA AL HECHO DE QUE LAS EROGACIONES RESPECTIVAS SE VINCULEN 
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NECESARIAMENTE CON LA ACTIVIDAD PREPONDERANTE DEL CONTRIBUYENTE, “…ello porque tal criterio 
establece que las personas morales podrán tener más de un giro como actividad preponderante, pudiendo realizar 
actividades que se estimen estrictamente indispensables, para cualquiera de tales giros; sin que ello implique que 
cualquier actividad se pueda considerar como estrictamente indispensable, pues siempre se parte de un giro o 
más, pero definidos a efecto de realizar tal interpretación,…”

8.	 Porque aún y cuando la quejosa hubiera demostrado que el dinero recibido se reinvirtió en insumos y que no hubiera 
sido posible acceder a tal sin la contratación de los servicios, o no se le hubieran requerido acreditar tal extremos; lo 
cierto es que el “…ingreso obtenido por concepto de devolución, si bien constituye un activo que permite aumentar los 
ingresos de la sociedad, al reinvertirlo en la compra de insumos, por sí mismo no constituye un insumo al que se 
pueda agregar valor al continuar con la cadena de producción,…”

Bajo mi particular punto de vista me parece que esta sentencia viene a establecer un criterio disruptivo que dará mucho de 
qué hablar, ello al introducir a la interpretación de lo estrictamente indispensable para efectos del IVA, aquellas erogaciones 
relacionadas con el “principio de continuidad de la cadena productiva”.

Considero que el precedente del Tribunal es riesgoso, ya que creará la incertidumbre jurídica de que de acuerdo a lo 
“estrictamente  indispensable” un gasto pueda ser a la vez deducible para ISR y no acreditable para IVA, lo cual se prestará 
a la arbitrariedad. De ahí que deba dársele seguimiento.
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INTRODUCCIÓN 
De acuerdo con el artículo 18 de la ley del Impuesto sobre la Renta (ISR), se consideran ingresos acumulables para las 
personas morales, entre otros, el ajuste anual por inflación que resulte acumulable, mientras que, por su parte, el artículo 
25 de dicha ley, estipula las deducciones que podrán efectuar las personas morales, dentro de las cuales se incluye el 
ajuste anual por inflación que resulte deducible en los términos del mismo artículo 44 de la citada ley.

En este sentido, dicho artículo 44 contiene el procedimiento que deben seguir las personas morales para determinar al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, mismo que como quedó dicho en el párrafo previo, puede ser un 
ingreso acumulable o una deducción autorizada, dependiendo de cuál sea mayor, ya sea el saldo promedio anual de 
deudas o el saldo promedio anual de créditos, respectivamente.

En tal virtud, es importante mencionar que el artículo 16 de la ley del ISR señala que “El ajuste anual por inflación acumulable 
es el ingreso que obtienen los contribuyentes por la disminución real de sus deudas”, es decir, la ley le otorga al ajuste 
anual por inflación de manera explícita la calidad de ingreso, concepto que es bien sabido, constituye el objeto del ISR.

No obstante lo anterior, consideramos importante comprender el significado de la expresión “disminución real de sus 
deudas”, mismo que puede resultar ilustrativo para definir el tratamiento fiscal que se le pudiera otorgar a determinados 
conceptos que pueden integrar el ajuste anual por inflación, ya sea como créditos o deudas, cuya interpretación puede 
estar sujeta a discusión y, por consiguiente, a diferentes apreciaciones.

ANÁLISIS
El antecedente histórico del ajuste anual por inflación data de la ley del ISR del ejercicio fiscal de 1987, mismo que en dicho 
ejercicio se conocía como “componente inflacionario”, concepto que acorde con la definición de Calvo Nicolau “representa 
la expresión numérica de la pérdida que el acreedor sufre en el poder de compra o poder adquisitivo de las unidades 
monetarias o pesos que le son adeudadas por sus deudores respecto de derechos de crédito en general, provenientes 
de actos jurídicos que celebra con ellos, de manera que el crédito puede provenir de préstamos, de ventas a crédito o de 
cualquier acto jurídico que tenga como objeto directo una obligación dineraria”1.

Para efectos comprender la definición anterior, utilizaremos un sencillo ejemplo ilustrativo: supongamos que en diciembre 
2019 una empresa (denominada “A”) solicita un préstamo a otra (denominada “B”) por $1´000,000.00 (Un millón de 
pesos 00/100 M.N.), y es hasta diciembre 2020 cuando “A” reintegra la cantidad adeudada a “B”. Ahora bien, la inflación 
acumulada en el 2020 fue del 3.5%, el cual es el efecto económico que deriva del incremento de los costos y precios de 
los bienes y servicios, que en nuestro ejemplo se cuantificaría en $35,000.00 (Treinta y cinco mil pesos). Esa pérdida en 
el poder de compra se traduciría en el anteriormente denominado “componente inflacionario”, hoy conocido como ajuste 
anual por inflación.

Como puede apreciarse, la empresa “A” obtuvo el préstamo y, por consiguiente, la obligación de restituirlo, lo cual se 
traduce para efectos de la ley del ISRque obtuvo un ingreso al disponer del $1´000,000.00 durante un año. Esta obligación 
que debía de reintegrar a la empresa “B” es lo que se considera deuda. Por el otro lado, la empresa “B” al ver disminuido 
su poder de adquisición al tener un derecho de cobro, es a lo que se le conoce como “crédito”.

1 Enrique Calvo Nicolau. Tratado del Impuesto sobre la Renta (p. 1308). Themis.
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Entonces podemos decir que la disminución real de las deudas describe lo que la inflación ocasiona en los bienes de los 
acreedores, dicho de otra forma, la cantidad de pesos que se utilizan para pagar el crédito en la fecha de vencimiento, 
tienen un poder adquisitivo menor del que tenían cuando originalmente se recibieron.

Atendiendo el enfoque de la ley del ISR actual, cuando el saldo promedio anual de las deudas sea mayor que el saldo 
promedio anual de los créditos, la diferencia se multiplicará por el factor de ajuste anual y el resultado será el ajuste anual 
por inflación acumulable, mientras que, de darse el caso contrario, el resultado será el ajuste anual por inflación deducible.

A una similar conclusión llegó la Segunda Sala de nuestro más alto Tribunal, al sostener el siguiente pronunciamiento en 
la contradicción de tesis que a continuación transcribo:

RENTA. EL AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN ACUMULABLE OBTENIDO CONFORME AL 
ARTÍCULO 46, FRACCIÓN II, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE EN 2002, CONSTITUYE UN INGRESO REAL. El mencionado ajuste constituye un 
ingreso real susceptible de ser gravado por el impuesto sobre la renta ya que genera una utilidad 
objetiva, pues la inflación, en términos generales, se presenta como una serie de aumentos 
sostenidos y generalizados en los precios, esto es, se trata de un proceso que se manifiesta 
como una pérdida continua del poder de compra del dinero o como un alza persistente del costo 
de la vida. En esa tesitura, como la inflación produce un demérito en el valor de la moneda y 
provoca cambios efectivos en el patrimonio de los contribuyentes, de manera positiva o negativa, 
es indudable que debe tomarse en cuenta dentro de la mecánica del citado impuesto, en virtud 
de que éste grava la renta global obtenida durante un ejercicio que incluye la totalidad de los 
ingresos en efectivo, en bienes, en servicios, en créditos o de cualquier otro tipo, así como los 
derivados de la disminución real de las deudas, como lo establece el artículo 17 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta.

Amparo en revisión 2688/2003. Envases de Sinaloa, S.A. de C.V. y otra. 2 de abril de 2004. 
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: César de Jesús Molina Suárez.

Amparo en revisión 38/2004. Diamond Hotels Nuevo Vallarta, S.A. de C.V. 2 de abril de 2004. 
Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: César de Jesús Molina Suárez.

Amparo en revisión 274/2004. Productos Industrializados del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 
14 de mayo de 2004. Cinco votos; mayoría de cuatro votos en relación con el tema contenido 
en esta tesis. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Gustavo Eduardo López Espinoza.

Amparo en revisión 648/2004. Promociones Turísticas Azteca, S.A. de C.V. y otras. 13 de 
agosto de 2004. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Blanca 
Lobo Domínguez.

Amparo en revisión 1059/2004. Grupo Sportswear, S.A. de C.V. 15 de octubre de 2004. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Constanza Tort San Román.

Tesis de jurisprudencia 171/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del doce de noviembre de dos mil cuatro.

Créditos para el ajuste anual por inflación
El artículo 45 de la ley del ISR establece que se considerará crédito, el derecho que tiene una persona acreedora a recibir 
de otra deudora una cantidad en numerario, entre otros: los derechos de crédito que adquieran las empresas de factoraje 
financiero, las inversiones en acciones de fondos de inversión en instrumentos de deuda y las operaciones financieras 
derivadas señaladas en la fracción IX del artículo 20 de dicha Ley.
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Ahora bien, el mismo precepto enuncia los conceptos que no deben considerarse créditos para efectos de determinar el 
ajuste anual por inflación, es decir, los casos de excepción que se señalan a continuación::

“Artículo 45
No se consideran créditos para los efectos del artículo anterior:

I. Los que sean a cargo de personas físicas y no provengan de sus actividades empresariales, 
cuando sean a la vista, a plazo menor de un mes o a plazo mayor si se cobran antes del mes. 
Se considerará que son a plazo mayor de un mes, si el cobro se efectúa después de 30 días 
naturales contados a partir de aquél en que se concertó el crédito.

II.	Los que sean a cargo de socios o accionistas, asociantes o asociados en la asociación en 
participación, que sean personas físicas o sociedades residentes en el extranjero, salvo que en 
este último caso, estén denominadas en moneda extranjera y provengan de la exportación de 
bienes o servicios.

Tampoco se consideran créditos, los que la fiduciaria tenga a su favor con sus fideicomitentes 
o fideicomisarios en el fideicomiso por el que se realicen actividades empresariales, que sean 
personas físicas o sociedades residentes en el extranjero, salvo que en este último caso, estén 
denominadas en moneda extranjera y provengan de la exportación de bienes o servicios.

No será aplicable lo dispuesto en esta fracción, tratándose de créditos otorgados por las 
uniones de crédito a cargo de sus socios o accionistas, que operen únicamente con sus socios 
o accionistas.

III.	Los que sean a cargo de funcionarios y empleados, así como los préstamos efectuados a 
terceros a que se refiere la fracción VII del artículo 27 de esta Ley.

IV.	Los pagos provisionales de impuestos, así como los estímulos fiscales.

V.	Cualquier ingreso cuya acumulación esté condicionada a su percepción efectiva. Lo dispuesto 
en esta fracción no es aplicable a los ingresos derivados de los contratos de arrendamiento 
financiero por los que se ejerza la opción prevista en el artículo 17, fracción III de esta Ley.

VI. Las acciones, los certificados de participación no amortizables y los certificados de depósito 
de bienes y en general los títulos de crédito que representen la propiedad de bienes, las 
aportaciones a una asociación en participación, así como otros títulos valor cuyos rendimientos 
no se consideren interés en los términos del artículo 8 de esta Ley.

VII. El efectivo en caja.”

Deudas para el ajuste anual por inflación
Por su parte, el artículo 46 de la ley del ISR señala que se considerará deuda, cualquier obligación en numerario pendiente 
de cumplimiento, entre otras: las derivadas de contratos de arrendamiento financiero, de operaciones financieras 
derivadas a que se refiere la fracción IX del artículo 20 de la misma, las aportaciones para futuros aumentos de capital y 
las contribuciones causadas desde el último día del periodo al que correspondan y hasta el día en el que deban pagarse.

Este mismo precepto continúa señalando que también son deudas, los pasivos y las reservas del activo, pasivo o capital, 
que sean o hayan sido deducibles.

En lo que respecta a los casos de excepción de los conceptos que se considerarán deudas, el citado artículo dispone que 
en ningún caso se considerarán deudas las originadas por partidas no deducibles, en los términos de las fracciones I, VIII 
y IX del artículo 28 de la ley del ISR Ley, así como el monto de las deudas que excedan el límite a que se refiere el primer 
párrafo de la fracción XXVII y el monto de las deudas de las cuales deriven intereses no deducibles de conformidad con la 
fracción XXXII del mismo artículo, según sean aplicables durante el ejercicio.
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Casos controvertidos
Existen ciertos conceptos, ya sea que pudieran considerarse créditos o deudas para efectos del ajuste anual por inflación, 
que con cierta frecuencia llegan a suscitar controversia, respecto a su procedencia para considerarse como tales, o bien, 
respecto a si encuadran en los supuestos de excepción previstos en las propias disposiciones fiscales. Por tal motivo, a 
continuación se mencionan algunos casos en lo que pudieran existir diversas interpretaciones conforme a lo establecido 
actualmente por las disposiciones fiscales aplicables al ajuste anual por inflación. 

A cargo de personas físicas
La fracción I del artículo 45 estipula que no se consideran créditos para efectos del ajuste anual por inflación, los que sean 
a cargo de personas físicas y no provengan de sus actividades empresariales, cuando sean a la vista, a plazo menor de un 
mes o a plazo mayor si se cobran antes del mes. 

En este caso en específico, surgiría la inquietud derivado del adjetivo posesivo en tercera persona “sus”, es decir, si las 
personas a la que se refiere son personas físicas con actividades empresariales a cuyo cargo sean los documentos por 
cobrar, siempre y cuando éstos no provengan de dichas actividades empresariales, o bien, si se refiere a las actividades 
empresariales del titular del derecho de cobro. 

En el primer supuesto, consideramos derivaría una problemática de índole práctico, toda vez que el contribuyente titular del 
crédito se vería condicionado a verificar si el consumidor de sus bienes o servicios, ha celebrado el acto jurídico por virtud 
de sus actividades empresariales.

Aunado a lo anterior, el penúltimo párrafo del artículo 45 precisa que los créditos que deriven de los ingresos acumulables, 
disminuidos por el importe de descuentos y bonificaciones sobre los mismos, se considerarán como créditos, a partir de 
la fecha en la que los ingresos correspondientes se acumulen y hasta la fecha en la que se cobren en efectivo, en bienes, 
en servicios o, hasta la fecha de su cancelación por incobrables, sin hacer distinción si dichos ingresos provienen o no 
de créditos otorgados a personas físicas con actividades empresariales, por lo que una interpretación podría ser que  la 
disposición se refiere a que no deben considerarse como créditos para el ajuste anual por inflación, los que sean a cargo 
de personas físicas y no provengan de las actividades de la persona moral contribuyente, obligada a determinar el ajuste 
anual por inflación.

Aportaciones para futuros aumentos de capital 
En lo que respecta a este rubro, el propio artículo 46 prescribe que se considerará deuda, cualquier obligación en numerario 
pendiente de cumplimiento y, de manera explícita encontramos que el propio dispositivo reviste a las aportaciones para 
futuros aumentos de capital como deuda, lo cual, en una primera aproximación pudiéramos anticipar que no habría 
necesidad de mayor análisis, por lo cual al estar en presencia de dicho concepto, tendría que atribuírsele la calidad de 
deuda para efectos del ajuste anual por inflación.

No obstante, nos encontramos con la situación que dentro de las normas de información financiera (NIF), en específico 
la NIF C-11, plantea la posibilidad de que las aportaciones para futuros aumentos de capital deban reconocerse no en 
el pasivo, siempre y cuando cumplan ciertos requisitos para efectos de que puedan ser reconocidos dentro del capital 
contribuido.

Uno de dichos requisitos es que debe establecerse mediante resolución en asamblea de socios que tales aportaciones no 
deben tener permitida su devolución antes de su capitalización, es decir no tendrían carácter reembolsable, tal y como se 
puede observar a continuación:

“NIF C-11, CAPITAL CONTABLE

42.4 Aportaciones para futuros aumentos de capital

42.4.1 En caso de que existan aportaciones para futuros aumentos de capital de la entidad, 
éstas deben reconocerse en los estados financieros en un rubro por separado dentro del capital 
contribuido,2 siempre y cuando se cumplan todos los requisitos siguientes; en caso contrario, 
estas aportaciones deben formar parte del pasivo:
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a)	debe existir un compromiso, establecido mediante resolución en asamblea de socios o 
propietarios, de que esas aportaciones se aplicarán para aumentos de capital en el futuro; por 
lo tanto, para que califique como capital no debe estar permitida su devolución antes de su 
capitalización;

b)	se especifique un número fijo de acciones para el intercambio de un monto fijo aportado, ya 
que de esa manera quien efectúa la aportación está ya expuesto a los riesgos y beneficios de 
la entidad;

c)	no deben tener un rendimiento fijo en tanto se capitalizan; y

d)	como no tendrían carácter reembolsable, deben quedar reconocidas en la moneda funcional 
de la entidad.”

Por consiguiente, se desprende que cuando, entre otros requisitos, se atribuya mediante resolución en asamblea de socios 
que tales aportaciones no deben tener permitida su devolución antes de su capitalización, pudiera considerarse que no 
constituyen adeudos, conforme a la normatividad contable. 

En este sentido, hace ya varios años el entonces denominado Tribunal Fiscal de la Federación resolvió que toda vez que 
las aportaciones para futuros aumentos de capital se consideraban deudas por disposición expresa de la ley, se trataba de 
una cuestión que no admite interpretación, tal como se visualiza a continuación:

APORTACIONES PENDIENTES DE CAPITALIZAR.- SON DEUDAS Y DEBEN INCLUIRSE 
PARA EL EFECTO DEL CÁLCULO DEL COMPONENTE INFLACIONARIO.- En los términos del 
artículo 7-B, fracción V, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente en 1993, se consideran 
deudas, entre otras, las aportaciones para futuros aumentos de capital, y en este sentido, el 
hecho de que no exista una obligación jurídica, no implica que no exista la deuda; lo anterior, 
toda vez que dicha deuda existe por disposición expresa de la ley, y en consecuencia, el que 
las aportaciones para futuros aumentos de capital se consideren deudas, es una cuestión que 
no admite interpretación, razón por la cual, la misma debe incluirse para el efecto del cálculo del 
componente inflacionario. (31)

Juicio No. 2404/98-02-01-1/60/99-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala 
Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 2 de mayo del 2000, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Silvia Eugenia Díaz Vega.- Secretaria: Lic. María Luisa 
de Alba Alcántara.

(Tesis aprobada en sesión privada de 2 de mayo del 2000)
R.T.F.F. Cuarta Época. Año II. No. 25. Agosto 2000. p. 360

Partidas no deducibles
El tercer párrafo del artículo 46 de la ley del ISR señala que en ningún caso se considerarán deudas las originadas por 
partidas no deducibles, en los términos de las fracciones I, VIII y IX del artículo 28 de esta Ley, así como el monto de las 
deudas que excedan el límite a que se refiere el primer párrafo de la fracción XXVII y el monto de las deudas de las cuales 
deriven intereses no deducibles de conformidad con la fracción XXXII del mismo artículo, según sean aplicables durante 
el ejercicio.

Del mencionado párrafo se desprende que se excluyen en virtud de la remisión a diversas fracciones del artículo 28, 
los pagos por concepto de ISR o Impuesto al Valor Agregado (IVA), así como las contribuciones a cargo de terceros, las 
provisiones para la creación o incremento de reservas de activo o pasivo y reservas para indemnización de personal y 
pagos por antigüedad, así como las deudas que encuadren en los supuestos de capitalización delgada y, finalmente, las 
deudas de las cuales deriven intereses no deducibles que excedan el 30% de la utilidad fiscal ajustada. 

En el caso en específico de las retenciones de impuestos, la fracción I del artículo 28 de la ley del ISR estipula que “no serán 
deducibles pagos por impuesto sobre la renta a cargo del propio contribuyente o de terceros ni los de contribuciones en la 
parte subsidiada o que originalmente correspondan a terceros”, y al estar expresamente señaladas en el artículo 46 que no 
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deben considerarse deudas las originadas por partidas no deducibles, sería claro que encuadrarían en este supuesto tanto 
las retenciones del ISR como las del IVA, razón por la cual quedarían excluidas para efectos del ajuste anual por inflación.

No obstante lo anterior, si bien es cierto que la cantidad retenida constituye un adeudo que tiene el contribuyente con 
la autoridad fiscal, situación que pudiera llevar a interpretar que si deban considerarse para efectos del ajuste anual por 
inflación.

Conclusiones
El ajuste anual por inflación puede considerarse como el proceso que se manifiesta como una pérdida continua del poder 
de compra del dinero o como un alza persistente del costo de la vida. 

Para efectos del ajuste anual por inflación debe entenderse por crédito, el derecho que tiene una persona acreedora a 
recibir de otra deudora una cantidad en numerario, mientras que deberá considerarse como deuda, cualquier obligación en 
numerario pendiente de cumplimiento.

Dependiendo de los saldos promedios de los créditos o deudas, puede derivar ya sea el ajuste anual por inflación acumulable 
o ajuste anual por inflación deducible, es decir, un ingreso acumulable o deducción autorizada para las personas morales, 
por lo cual se desprende de manera clara que al incidir en la base del ISR, estamos en presencia de un elemento esencial 
de la contribución.

Por otra parte, acorde al artículo 5 del Código Fiscal de la Federación (CFF) las disposiciones fiscales que establezcan 
cargas a los particulares y las que señalan excepciones a las mismas, así como las que fijan las infracciones y sanciones, 
son de aplicación estricta. Se considera que establecen cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, 
objeto, base, tasa o tarifa.

En virtud de lo anterior, conforme al artículo 5 del CFF y ciertos pronunciamientos de nuestros tribunales, debe realizarse 
la aplicación estricta de la respectiva hipótesis jurídica, única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan 
con lo previsto en la ley, una vez desentrañado su alcance, mediante los diversos métodos de interpretación reconocidos 
por la ciencia jurídica, que permitan conocer la verdadera intención del creador de la norma, situación que debe tomarse 
en cuenta al momento de interpretar y aplicar los conceptos que pueden llegar a considerarse para efectos del cálculo del 
ajuste anual por inflación.
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Introducción:
Las compañías dedicadas a la construcción de inmuebles destinadas a casas habitación representa uno de los sectores 
más importantes para nuestro país, que además de ser una gran generadora fuente de empleos y de satisfacer una de 
las necesidades esenciales mencionadas en nuestra carta magna que es la de contar con una vivienda digna, es uno de 
los principales sectores que tienen a flote la economía nacional debido a su alta adquisición de insumos como es el acero, 
cemento, hierro, cal, arena y entre otros.

Sin embargo, este sector inmobiliario es sin duda una de las actividades empresariales más complejas y competitivas a las 
que los empresarios se han enfrentado en últimos tiempos, debido a su gran logística para desempeñar sus actividades de 
construcción (que impactan directamente en la determinación de sus costos), así como la realización de otras actividades 
inherentes a ello, por poner un ejemplo mencionaría la celebración de contratos de obra, permisos del gobierno, y el 
cumplimiento de varias disposiciones legales y tributarias a los que estarían sujetos.

Las empresas de este giro comercial se ven en la necesidad de desempeñar sus actividades a través de la contratación de 
terceros, ya sea de forma parcial o total, pero en cualquiera de los casos no hemos encontrado con diversas interpretaciones 
e incertidumbres jurídicas respecto a los alcances de lo que dispone la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA) y su 
respectivo reglamento, por lo que será necesario citar otras disposiciones fiscales para tener una mayor certeza jurídica.

¿Son exentos todos los servicios parciales de construcción destinados a casa habitación?
Como se ha expuesto anteriormente, para fines de optimizar costos en la comercialización de casas habitación y que 
les permitirá ser más competitivos en el mercado, habitualmente las comercializadoras de viviendas optan por contratar 
o subcontratar diversas empresas (ya sean empresas internas o externas) para que se encarguen en el desarrollo de 
los inmuebles según lo demanden sus ciclos o etapas durante la construcción. Cabe resaltar que estas contrataciones 
o subcontrataciones son necesarias por su especialización en algunas áreas específicas y/o por que cuentan con la 
maquinaria y herramienta idónea para cumplir con ciertos trabajos, que para ejemplo pudiéramos nombrar la preparación 
de terrenos, fabricación e instalación de estructuras adheridas al suelo, cimentaciones, así como los servicios de albañilería, 
iluminación, plomería, carpintería, instalación de gas, aire acondicionado, instalación de pisos entre muchos otros trabajos. 
Estos últimos servicios son los que nos han tenido a todos con la incertidumbre sobre ¿deberán estar exentos del pago del 
Impuesto al Valor Agregado (IVA)?, y en el caso de considerarlo una actividad exenta, ¿qué requisitos debería cumplir?, 
pues para empezar a aclarar diversos cuestionamientos referentes al tema, habrá que comenzar consultando lo que 
dispone la Ley del IVA y su reglamento:

Artículo 9 de la LIVA: - No se pagará el impuesto en la enajenación de los siguientes bienes:

[…]

II.- Construcciones adheridas al suelo, destinadas o utilizadas para casa habitación. 
Cuando sólo parte de las construcciones se utilicen o destinen a casa habitación, no se 
pagará el impuesto por dicha parte. Los hoteles no quedan comprendidos en esta fracción.
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[…]

Artículo 29 del Reglamento de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (RLIVA): 

Para los efectos del artículo 9o., fracción II de la Ley, la prestación de los servicios de 
construcción de inmuebles destinados a casa habitación, ampliación de ésta, así 
como la instalación de casas prefabricadas que sean utilizadas para este fin, se consideran 
comprendidos dentro de lo dispuesto por dicha fracción, siempre y cuando el prestador del 
servicio proporcione la mano de obra y materiales.

[…]

Como pudimos leer, la ley del IVA considera como exenta la enajenación de las construcciones adheridas al suelo, 
pero en la misma ley, no considera como exenta la prestación de servicios, por lo que resultaría confuso el hecho 
de optar o no, lo que en dicho artículo 29 del RLIVA indica; y esto es un tema que al paso de los años se han originado 
muchas controversias a tal grado que podemos encontrar diversos criterios, tesis y otras publicaciones emitidas por la 
Suprema Corte de la Nación (SCJN)1, la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON)2, la Secretaria 
de Administración Tributaria (SAT)3 y Decretos Presidenciales4, que demuestran los vaivenes de sus criterios, tesis y 
jurisprudencias entre nuestras autoridades y dependencias en busca de homologar un tratamiento claro para efectos del 
IVA. Durante ese proceso se generaron discusiones sobre quienes tendrían el derecho de exentar sus servicios parciales, 
originando otros cuestionamientos sobre si eran aplicables únicamente para los enajenantes de la vivienda, o eran para 
los que desarrollaban sus actividades de forma íntegra y conexa, tanta fue la incertidumbre después de tantos cambios 
que hasta algunos criterios generaron severos problemas jurídicos y prácticos, pues resultaban legal y materialmente 
impedidos de que el enajenante de las viviendas cumpliera con proporcionar integralmente la mano de obra y la totalidad 
de los materiales, por lo que los obligaba a estar gravados al IVA.
  
Aunado a lo anterior, y para seguir con nuestro análisis, habrá que iniciar con lo que se establece en el “Decreto por el que 
se otorgan medidas de apoyo a la vivienda y otras medidas fiscales” publicado el día 26 de marzo del 2015 en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF)5, que en resumen se expone lo más importante del artículo primero al cuarto de dicho 
decreto, así como algunos aspectos a considerar:

•	 Se otorga un estímulo fiscal del 100% del IVA a los contribuyentes que presenten servicios parciales de construcción 
destinados a casa habitación, siempre y cuando el prestador de servicio proporcione la mano de obra y materiales, 
y deberán ser prestados en la obra en construcción al propietario del inmueble, quien deberá ser titular del 
permiso, licencia o autorización de la construcción.

•	 Emitir los comprobantes fiscales digitales por internet (CFDI) que amparen únicamente los citados servicios parciales 
cumpliendo con los requisitos establecidos en las disposiciones fiscales, como es la manifestación del domicilio general 
del inmueble en el que se proporcionen los servicios y el(los) número(s) de permiso(s), licencia(s) y autorización(es) de 
la construcción, sin desglosar el IVA trasladado en dicho comprobante al prestatario.

Que para ello habrá que considerar el “Complemento de servicios parciales de construcción” que hace mención en la 
regla 11.5.16 de la Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) para 2021.

1   Tesis de Jurisprudencia 2ª./J./88/2010 del 9 de Junio de 2010 de la Segunda Sala de la SCJN; Tesis de Jurisprudencia 2ª./J./115/2010 del 18 de Agosto de 2010 de la Segunda Sala de la SCJN; 
Resolución sobre Amparo Directo en Revisión 135/2012, emitida por la Primera Sala de la SCJN; Resolución sobre Amparo Directo en Revisión 2126/2013, emitida por la Segunda Sala de la SCJN; 
Resolución sobre Amparo Directo en Revisión 420/2014, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

2 Análisis Sistémico No. 02/2015 con requerimiento de informe del 28 de enero de 2015; y Criterio Sustantivo 12/2014/CTN/CS-SASEN, que aparecen publicados en la página de internet de Procuraduría 
de Defensa del Contribuyente (PRODECON) así como en el siguiente enlace: 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/65156/analisis-sistemico-iva-casa-habitacion-version-final-notificada-al-sat-vesion-final.pdf. 

3  Criterio Normativo del Servicio de Administración Tributaria 28/IVA/N, del Anexo 7 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2021 (Diario Oficial de la Federación del 29 de diciembre de 2020) “…los 
trabajos de instalaciones hidráulicas, sanitarias, eléctricas, de cancelería de fierro o aluminio y, en general, cualquier labor que los constructores de inmuebles contraten con terceros para realizarlos o 
incorporarlos a inmuebles y construcciones nuevas destinadas a casa habitación, no se encuentran incluidos en la exención prevista en el artículo 9, fracción II de la mencionada ley y 29 de su reglamento, 
ya que dichos servicios por sí mismos no constituyen la ejecución misma de una construcción adherida al suelo, ni implican la edificación de dicho inmueble”...

4 “Decreto por el que se otorgan beneficios fiscales en materia de vivienda” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de enero de 2015; y Regla 2.7.1.35 de la Primera Resolución de 
Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 3 de marzo de 2015.

5 “Decreto por el que se otorgan medidas de apoyo a la vivienda y otras medidas fiscales” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2015.

6 Regla 11.5.1 de la Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) para 2021 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 2020. “Complemento de los comprobantes que amparan los 
servicios parciales de construcción de inmuebles destinados a casa habitación” https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5609047&fecha=29/12/2020.
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•	 Para los que opten por dicho estímulo, deberán considerar tales servicios como actividades por las que no se debe 
pagar el IVA y producirá los mismos efectos.

•	 Recabar del prestatario una manifestación por cada contrato en donde se asiente que los inmuebles en donde se 
prestan los servicios, se destinen en a casa habitación con base a especificaciones del inmueble y licencias, permisos 
o autorizaciones, y que estos correspondan a los números de licencias y permisos o autorización de construcción y 
esta a su vez manifieste su voluntad de asumir responsabilidad solidaria en los términos del artículo 26, fracción VIII del 
Código Fiscal de la Federación por el IVA que corresponda tales servicios en caso de que altere el destino de la casa 
habitación manifestado en los permisos y licencias. 

La manifestación del prestatario deberá recabarse por cada contrato, verbal o escrito, a más tardar en la fecha en la 
que el prestador de los servicios parciales de construcción deba presentar la primera declaración del impuesto al valor 
agregado por dichos servicios y deberá cumplir los requisitos que establezca el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general7, la cual formará parte de su contabilidad.

Habrá que considerar que tal manifestación, el prestatario puede presentar vía internet el “Aviso de manifestación de 
servicios parciales de construcción de inmuebles destinados a casa habitación (forma 61)”8 disponible en su buzón 
tributario.

•	 Para los prestadores de servicios, deberán presentar en el mes de enero de cada año un aviso en donde manifiesten 
que optan por el beneficio mencionado, de acuerdo con la ficha técnica 204/CFF del anexo 1-A de la Resolución 
Miscelánea Fiscal (RMF).

El aviso antes mencionado, se podrá presentar mediante la página de internet de la plataforma del SAT, en el apartado 
de “Mi portal”, procedimiento que se describe en la misma ficha técnica.

Con el fin de complementar el análisis, es importante mencionar que tiempo después de haber sido publicado el decreto 
antes mencionado, y con la finalidad de generar mayor certeza jurídica, el Pleno de la SCJN en sesión del día 10 de mayo 
de 2016 emitió la jurisprudencia P./J. 4/2016(10a)9 derivada de contradicción entre ambas Salas del contenido en la tesis 
aislada número 1a.LXXXIII/2012 (10a) por la primera sala y el contenido en la ejecutoria del amparo directo en revisión 
420/2014 por la segunda sala, la mencionada jurisprudencia P./J. 4/2016(10a), parece que pone fin a cualquier controversia 
sobre el tratamiento del IVA para los prestadores de servicios a inmuebles destinados a casa habitación, mismo que 
textualmente indica:

VALOR AGREGADO. LA EXENCIÓN PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 9o., FRACCIÓN II, 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO Y 29 DE SU REGLAMENTO (21-A DEL VIGENTE 
HASTA EL 4 DE DICIEMBRE DE 2006), OPERA, INDISTINTAMENTE, RESPECTO DE 
QUIENES ENAJENEN CONSTRUCCIONES ADHERIDAS AL SUELO DESTINADAS A CASA 
HABITACIÓN O, INCLUSO, PARA QUIENES PRESTEN EL SERVICIO DE CONSTRUCCIÓN 
DE INMUEBLES DESTINADOS A ESE FIN O SU AMPLIACIÓN, SIEMPRE Y CUANDO 
ÉSTOS PROPORCIONEN LA MANO DE OBRA Y LOS MATERIALES RESPECTIVOS.

Si se considera el propósito que motivó al Congreso de la Unión para liberar de la obligación 
de pago del impuesto al valor agregado a la enajenación de inmuebles destinados a casa 
habitación, consistente en resolver o aliviar el problema de escasez de vivienda por 
considerarla como un artículo de primera necesidad y de consumo popular, es posible concluir 
que el beneficio tributario previsto en el artículo 29 del Reglamento de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, en virtud del cual la prestación de servicios de construcción de inmuebles 
destinados a casa habitación, así como su ampliación y la instalación de casas prefabricadas 

7 Resolución Miscelánea Fiscal (RMF) para 2021 publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 2020 y el anexo 1-A de esta RMF publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 
de enero de 2021. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5610145&fecha=21/01/2021.

8 “Aviso para la obtención de la manifestación del prestatario de los servicios parciales de construcción de inmuebles destinados a casa habitación”, ficha técnica 202/CFF del anexo 1-A de esta RMF 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de enero de 2021.

9 Tesis Jurisprudencia P./J. 4/2016 (10a) https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2012229
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para ese destino, siempre y cuando el prestador del servicio proporcione la mano de obra y 
los materiales, queda comprendida en la exención establecida en la fracción II del artículo 
9o. de la referida ley tributaria, opera con independencia de que el contribuyente realice 
conjuntamente esas actividades, pues para que se actualice la referida exención basta 
la enajenación del inmueble destinado a casa habitación o bien, la sola prestación del 
servicio de construcción o ampliación de dicho inmueble pero siempre que este servicio 
se preste de manera integral por proporcionarse la mano de obra y los materiales; en la 
inteligencia de que si quienes presten los mencionados servicios subcontratan alguno 
de ellos, se estará ante servicios que no se ubican en el supuesto de la exención y, por 
tanto, al no operar ésta, respecto de aquéllos se deberá realizar el traslado y el entero del 
impuesto correspondiente.

[…]

Considerando esto, tales servicios estarán exentos de IVA sin importar si los servicios son totales o parciales, o si 
construyen o no completa la casa habitación, siempre y cuando considerando lo siguiente:

1.	 El prestador proporcione la totalidad de los materiales.
2.	 El prestador proporcione la totalidad de la mano de obra.

Y como dato importante, que los servicios no sean subcontratados.

Conclusión.
Después de tantos años de controversias entre los contribuyentes y las autoridades competentes, sobre la prestación de 
servicios parciales por falta de claridad respecto a la exención de tales servicios, al parecer se pone fin a todo eso gracias 
a la jurisprudencia P./J. 4/2016(10a)9, entablando una armonía jurídica con lo que establecen los decretos presidenciales 
del 22 de enero del 20154 y aun mejor con el decreto del 26 de marzo del mismo año4 y 5.

Cabe recordar que, para optar por dicho estímulo fiscal habrá que ser cuidadosos y oportunos al presentar y recabar los 
avisos y manifestaciones respectivas, ya que de no cumplir con los requisitos establecidos en el decreto se considerará 
improcedente la aplicación de dicho estímulo. Una vez que se cubran los requisitos de los avisos, se tendrá que cumplir 
con las obligaciones en materia de CFDI respecto al uso del complemento, adicionalmente teniendo siempre en cuenta que 
tales servicios serán exentos de IVA siempre y cuando se aporte la totalidad de los materiales y mano de obra, y que estos 
servicios no sean subcontratados. 

4 “Decreto por el que se otorgan beneficios fiscales en materia de vivienda” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de enero de 2015; y Regla 2.7.1.35 de la Primera Resolución de 
Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 3 de marzo de 2015.

5 “Decreto por el que se otorgan medidas de apoyo a la vivienda y otras medidas fiscales” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2015.

9 Tesis Jurisprudencia P./J. 4/2016 (10a) https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2012229
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Introducción
La epidemia mundial del COVID-19 declarada en marzo del 2020 por la Organización Mundial de la Salud (2021), al cierre 
de enero en el mundo contaba con más de 107 millones de personas infectadas en el mundo y 1.95 millones en México, esto 
ha impactado en forma directa en la capacidad que tienen las instituciones y empresas para hacer frente al cumplimiento 
de diversas obligaciones entre las que se encuentran el Lavado de Dinero (LD) y Financiamiento al Terrorismo (FT).

El objetivo del presente artículo es analizar los documentos emitidos por el Grupo de Acción Financiera Internacional 
(GAFI) en donde describe los riesgos que en materia de LD/FT pueden presentarse por la situación de la crisis sanitaria 
que se vive y algunas propuestas de respuestas que deben dar los profesionales de la materia para hacer frente a los 
acontecimientos.

El panorama de riesgo en LD/FT por el COVID-19
Todos los gobiernos, instituciones, empresas y personas han tenido que generar respuestas inmediatas para hacer frente 
a la crisis sanitaria que incluye confinamientos forzosos, restricciones de viajes tanto nacionales como internacionales, 
iniciativas para brindar apoyos sociales, estímulos fiscales entre otros. Si bien cada una de las acciones varía de país 
en país, se pueden consensar que en términos generales se puede afirmar que existe un riesgo en evolución por los 
siguientes supuestos que se han venido observando (GAFI, 2020a):

•	 El uso de las plataformas en línea se ha incrementado en forma exponencial porque son utilizadas por gobiernos, 
empresas y personas para realizar trabajo remoto y conectar con su amigos y familiares ante la situación de 
confinamiento.

•	 El comercio electrónico ha sufrido un crecimiento nunca antes observado lo que ha llevado que muchas empresas 
cierren sus ubicaciones físicas y realicen sólo transacciones en línea.

•	 Los productos e insumos médicos necesarios para lucha contra el coronavirus tienen alta demanda lo que ha provocado 
escasez mundial y desabasto.

•	 El sector financiero ha desarrollado la oferta de servicios en línea y limitando la banca en persona. 
•	 El comportamiento financiero y social de las empresas y personas se ve afectado por las medidas de confinamiento, 

restricciones para comprar y viajar, el desempleo masivo y pérdida de ingresos lo que ha generado una recesión 
económica general.
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•	 Los gobiernos han concentrado sus recursos en la lucha contra el COVID-19 por lo que otras áreas se han visto 
afectadas. 

Los grupos delincuenciales aprovechan todas estas situaciones para cometer ilícitos de índole diversa porque la situación 
es a todas luces propicia para que los sistemas de LD/FT que han sido desarrollados e implementados a diferentes 
instancias: local, nacional e internacional, público y privado, sean amenazados y/o vulnerados, por lo que a continuación 
se analizan algunos fenómenos que se traducen en riesgos de LD/FT identificados por el GAFI (2020).

Riesgos de LD/FT derivados de la pandemia
Los fraudes y estafas se pueden presentar en diversas modalidades tales como la suplantación de identidad de funcionarios 
y personas que consiste en sustraer recursos económicos o contraer obligaciones a nombre de la persona suplantada.  
La falsificación y estafas de inversiones fraudulentas, por ejemplo, cuando se ofrecen inversiones a través de esquemas 
Ponzi en donde se aprovechan de la inseguridad económica. La falsificación que se da al ofrecer en línea insumos para la 
salud, considerados en las circunstancias actuales bienes de gran valor por lo que el tráfico de medicamentos adulterados 
y la venta de productos médicos que no cumplen con las normas de calidad requeridas como pueden ser las mascarillas, 
trajes aislantes son situaciones que se están viendo agravados por la alta demanda y poca disponibilidad de los productos 
a nivel mundial.

Aunado a lo anterior los procesos para realizar la compra de bienes que se requieren por parte de los gobiernos son 
flexibilizados, omitiendo el cumplimiento de algunos requisitos por la necesidad urgente que se tiene, abriendo la puerta 
para que se lleven a cabo delitos de corrupción al favorecer la asignación de esas compras o desvío de los recursos 
extraordinarios que se estipularon para hacer frente a esta situación.

Los delitos cibernéticos se han incrementado a través de ataques de phising por correo electrónico y de SMS insertando 
en las computadoras personales, tabletas y teléfonos códigos maliciosos (malwares) que asumen el control de dispositivos 
electrónicos con el objeto de obtener recursos de sus víctimas. Otro delito es el ransomware, que consiste en bloquear el 
acceso a la información o dispositivos hasta que se pague por el rescate (Matus, 2020).

 El incremento para utilizar esquemas en línea o activos virtuales como método de estratificación del lavado de activo 
obtenidas de las ganancias de recursos de procedencia ilícita se ve facilitado porque las disminuye en forma sensible el 
monitoreo de las operaciones sospechosas. 

Las personas que han perdido su trabajo y se encuentran en situaciones vulnerables pueden ser objeto de atención de los 
grupos de delincuentes para ser sometidos a trata de blancas o explotación de trabajadores. La desaceleración económica 
y la inseguridad financiera se pueden presentar también incrementos en la explotación infantil en línea y delitos contra la 
propiedad organizada (GAFI, 2020a).

La recaudación de fondos de las Organizaciones Sin Fines de Lucro (OSFL) falsas, en donde los delincuentes se hacen 
pasar por organizaciones internacionales benéficas y solicitan donaciones para campañas de recaudación de fondos para 
la investigación, víctimas y/o productos relacionados con el COVID-19. Es deseable que se canalice la ayuda a través de 
OSFL que tengan un reconocido comportamiento ético para asegurar que los recursos lleguen a su destino (UNDOC,2020). 

Impacto de la crisis sanitaria en los regímenes de LD/FT
Se prevé que las estructuras en las empresas de LD/FT se adelgacen, lo que tendrá como consecuencia una disminución 
en los reportes de actividades sospechosas y retrasos en la presentación de avisos de los sujetos obligados, impactando 
el alcance profundidad y frecuencia con el que se llevan a cabo las supervisiones y limitando en forma importante el 
cumplimiento de las obligaciones de la materia. 

La supervisión por parte de las autoridades, han sido pospuestas o sustituidas por inspecciones de escritorio e inclusive 
algunas autoridades han flexibilizado la presentación de informes anuales e introducido suspensiones en las decisiones 
sobre la materia incluyendo la suspensión de sanciones económicas a las violaciones cometidas. En algunos países, 
las regulación y reforma política se han visto en pausa porque las autoridades legislativas deben priorizar y enfocarse a 
solucionar los asuntos de emergencia generados por el COVID-19.
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Si bien las Unidad de inteligencia Financiera de México ha realizado como una de sus acciones prioritarias el mantener 
los canales de comunicación abiertos entre las entidades supervisadas auxiliando en la identificación de los desafíos y 
buenas prácticas ante los riesgos analizados en los párrafos precedentes, a través de la emisión de diferentes documentos 
y comunicados, es un hecho que están realizando trabajo remoto en la medida que los permiten sus sistemas tecnológicos 
y de seguridad  lo que limita el análisis y alcance. Todo ello ha dificultado la cooperación internacional y la procuración de 
justicia (UIF, 2020b).

Por lo plasmado en los párrafos anteriores podrían generarse espacios para que los delincuentes encuentren formas de 
evitar las medidas de la debida diligencia del cliente; mover y ocultar fondos ilícitos incrementado en uso indebido de los 
servicios financieros en línea o la compra de activos virtuales; utilizar las medidas de estímulos económico y declaraciones 
de insolvencia como medio para lavar dinero por parte de personas físicas y empresas; uso y apropiación indebida de la 
ayuda financiera que provengan de fondos de emergencias y aprovecharse en los países en desarrollo para crear negocios 
de uso intensivo de efectivo (GAFI,2020a).

Posibles respuestas a considerar
Como acciones que deben llevarse a cabo para dar respuesta los desafíos que se enfrentan en un entorno de nuevos 
riesgos y capacidad operativa reducida, se tienen que considerar la implementación de u na coordinación nacional que 
permita evaluar el impacto del COVID-19 en los riesgos y sistemas de LD/FT, donde se incluya el fortalecimiento de 
la comunicación con el sector privado para trabajar en minimizar el impacto potencial y abordar sectores que pueden 
tener una menor capacidad de recuperación aplicando el enfoque basado en riesgos para garantizar que no se retrase, 
interrumpa o desaliente la operación legítima de las actividades vulnerables.

Los supervisores deben fomentar el uso completo de un enfoque de debida diligencia del cliente basado en el riesgo 
aplicando medidas simplificadas cuando se identifiquen riesgos menores, proporcionar orientación de que puede haber 
razones legítimas para que los clientes no brinden información para la debida diligencia y permitir que los sujetos obligados 
acepten una identificación emitida por el gobierno y considerar las aplicación de disposiciones de verificación retrasadas 
para nuevas relaciones comerciales en línea con los estándares del GAFI, fomentando también el uso de la identidad digital 
responsable. La utilización de los canales electrónicos y digitales para continuar con los servicios de pago mientras se 
mantiene el distanciamiento social a fin de reducir la propagación del virus al no utilizar efectivo (GAFI, 2020a).

Entender que la supervisión en materia de LD/FT debe estar adaptada a la situación actual ajustando el enfoque según 
su relevancia, revisando las prioridades y planes de supervisión a fin de poder ajustarlos a los riesgos emergentes y 
adaptando las respuestas operativas, tales como, explicar con claridad los requisitos de las medidas de ayuda que deben 
cumplirse en materia de LD/FT y permanecer vigilantes para detectar transacciones sospechosas.

Debido a lo anterior, los profesionales deben estar atentos al cumplimiento del código de ética y a no disminuir los estándares 
de calidad en la generación de la información, respaldo, cumplimiento y supervisión de las obligaciones en materia de LD/
FT que pueden presentarse por la presión y desafíos que se generan por la situación de pandemia en la que se está 
inmerso, adaptándose en forma dinámica y disruptiva las circunstancias que el COVID 19 presenta en las empresas e 
incrementando el nivel de alerta ante cambios repentinos de hechos y circunstancias que podrían afectarla (IESBA-CPAC, 
2020).

Conclusiones
A lo largo del artículo se han constatado el panorama actual del LD/FT frente a la crisis de salud mundial que se vive 
y los riesgos que a los que se enfrentan. Como se ha visto el impacto se presentará en diversas formas, pero existen 
también algunas respuestas que han surgido en la adversidad buscando que sean de aplicación práctica que permita una 
implementación que facilite las actividades de caridad, estímulo económico y fiscal y los paquetes de ayuda financiera. 
Sólo que no se debe perder de vista que son los profesionales en esta materia los encargados de llevarlas a cabo y es por 
ello que se debe estar atento a actuar con la integridad y cuidado que se requiere.
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Nuestra Carta Magna le impone a la Auditoría Superior de la Federación ASF la responsabilidad de llevar a cabo la 
fiscalización de la Cuenta Pública que rinden los Poderes de la Unión, los entes públicos federales y los demás sujetos 
de fiscalización; así como la vigilancia y evaluación del ejercicio de las funciones públicas que obliga a sus titulares a dar 
estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.

Por lo anterior, es prioritario que la ASF cumpla con eficiencia y eficacia las funciones y responsabilidades establecidas en 
la Constitución Política y en las demás leyes aplicables, para garantizar que sus revisiones se lleven a cabo de conformidad 
con dichos ordenamientos; se incentive la cultura de rendición de cuentas de manera transparente y consistente; se 
fomente en los servidores públicos el uso adecuado de los recursos públicos y se continúe con el combate a la corrupción.

Se entiende que un ente público es aquel responsable de las funciones de gobierno, cuyo origen, facultades, fines y 
limitaciones están dados por mandato constitucional y por otras normas jurídicas, cuyos objetivos están encaminados a 
obras y acciones de beneficio social o de utilidad pública; por tanto, al ser públicos los actos y resoluciones de los órganos 
del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen, sólo la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública puede establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el 
debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el 
interés nacional.

Con el objetivo de incrementar la productividad de los trabajos de fiscalización, es fundamental establecer los mecanismos 
para que de manera conjunta con el Congreso de la Unión y mediante la creación de una normatividad práctica y sencilla 
se promueva la participación ciudadana en la vigilancia de la gestión del gobierno, en la detección de irregularidades y en 
el combate a la corrupción e impunidad.

Es claro que hoy por hoy son insuficientes las reglas establecidas en las disposiciones legales respecto al fincamiento de 
responsabilidades, tanto de tipo administrativo como las de carácter resarcitorio; ya que, no obstante se han dado a conocer 
los números de denuncias y querellas presentadas por la ASF en los últimos años, y también se han hecho públicos los 
conceptos e importes contenidos en los pliegos de observaciones y recomendaciones derivados de sus auditorías, en mi 
opinión, cabe hacer diversas modificaciones a la normatividad con el propósito de desincentivar las prácticas irregulares y 
en algunos casos delictivas en que desde siempre han incurrido algunos servidores públicos.

Asimismo, considero que se puede aplicar en mayor grado el rigor técnico que establecen las normas y procedimientos 
de auditoría y que es indispensable en la revisión a la Cuenta Pública de los sujetos de fiscalización, con el propósito de 
evitar riesgos de desvíos de recursos públicos y eliminar áreas de opacidad. Para ello, entre otras medidas, es conveniente 
que la ASF dedique esfuerzos, mediante un proceso progresivo, para que se implementen los medios electrónicos e 
informáticos que coadyuven al logro de una mayor eficacia en el ejercicio de sus funciones, siempre que quede garantizada 
la autenticidad, integridad y confidencialidad de la información contable y financiera que se rinda, así como su recepción 
por parte del órgano destinatario.
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Es común que de las auditorías practicadas a los sujetos de fiscalización se determinan observaciones y se emitan las 
correspondientes recomendaciones y sin embargo, en los siguientes años se repitan sin que hubiese ninguna acción por 
parte de los servidores públicos involucrados, para corregir y evitar en lo sucesivo dichos errores e irregularidades; por lo 
que es obligación de la ASF fincar de manera consistente las responsabilidades establecidas en la ley respectiva.

En este mismo orden de ideas, es conveniente que se le otorguen a la ASF mayores facultades y atribuciones para la 
imposición de sanciones administrativas y también pueda fincar las responsabilidades en materia civil, laboral, penal y las 
demás que se deriven del ejercicio indebido de las funciones de los servidores públicos; más aun tomando en cuenta que la 
Secretaría de la Función Pública podría desaparecer, y por ende, la ASF puede ejercer las atribuciones que se le confieren 
a dicha Secretaría.

De igual manera, es conveniente que la ASF sea habilitada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que pueda 
ejercer facultades de fiscalización a los contribuyentes que hubiesen realizado operaciones con los sujetos auditables 
y fiscalizables (entes públicos), con el propósito de verificar que fueron transacciones reales; a precios de mercado; se 
declararon para efectos fiscales; efectivamente hubo entrega de los bienes o se prestaron los servicios; etc., de esta 
manera se tendrá la seguridad de que no hubo irregularidades en los contratos asignados ni en los pagos efectuados con 
cargo a fondos federales.

NOMENCLATURA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN

Responsables de ejercer la función de fiscalización y aplicar las sanciones previstas en las leyes:

Auditor Superior de la Federación.

Auditor Especial de Cumplimiento Financiero.

Auditor Especial de Desempeño.

Auditor Especial del Gasto Federalizado.

Auditor Especial de Seguimiento, Informes e Investigación.

Titular de la Unidad Técnica de la ASF.

Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos.

Titular de la Unidad General de Administración.

Titular de la Unidad de Homologación Legislativa, Planeación, Transparencia y Sistemas.

Titular de la Unidad de Enlace Legislativo y de Relaciones Institucionales.

OPINIÓN:
Es necesario hacer énfasis en las obligaciones y atribuciones que tiene asignadas la Auditoría Superior de la 
Federación, referentes a investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el 
ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos federales, y efectuar visitas domiciliarias para realizar 
sus investigaciones, no únicamente en la fiscalización de la cuenta pública de los 3 poderes, organismos constitucionales 
autónomos, paraestatales, ayuntamientos, sino también vigilancia a las inversiones que el gobierno federal tiene en 
fideicomisos y en empresas de participación estatal mayoritaria y en los demás sujetos auditables y fiscalizables, para 
comprobar que los fondos y presupuestos ahí invertidos se han utilizado y aplicado en forma correcta en términos de los 
diversos ordenamientos jurídicos aplicables.

También, es indispensable que la ASF ejerza sus facultades de comprobación respecto a que todos los sujetos fiscalizables 
cumplan con las obligaciones en materia fiscal respecto a la recaudación de documentos que cumplan los requisitos 
establecidos en las normas que regulan esta materia y que efectivamente se realice la retención y entero de los diversos 
impuestos a que estén obligados los sujetos o el objeto de la operación.
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El 11 de enero de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación un DECRETO, emitido por el Titular del Ejecutivo 
Federal, por el que se reforma el artículo 311 y se adiciona el capítulo XII Bis de la Ley Federal del Trabajo, en materia de 
TELETRABAJO. 

La reforma al artículo 311 tuvo como finalidad el distinguir al “trabajo en domicilio” del “TELETRABAJO”, al indicar que 
aquél es el que se ejecuta habitualmente para un patrón, en el domicilio del trabajador o en un local libremente elegido por 
él, sin vigilancia ni dirección inmediata de quien proporciona el trabajo; mientras que éste es una forma de organización 
laboral subordinada que consiste en el desempeño de actividades remuneradas, en lugares distintos al establecimiento o 
establecimientos del patrón, utilizando primordialmente las tecnologías de la información y comunicación, para el contacto 
y mando entre la persona trabajadora y el patrón. 

En lo que concierne al TELETRABAJO, muchos son los escenarios de reflexión en los que se podría realizar una 
aproximación técnica: 

a.- Desde el punto de vista de los derechos humanos. El resignificar esta modalidad de contratación como un instrumento 
que favorece a la realización del derecho humano de acceso a la información, en su variable específica de las tecnologías 
de la información y comunicación, incluido el de banda ancha e internet, reconocido en el artículo 6, tercer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta evaluación implicará acudir al derecho humano a la intimidad 
con el que gozan los trabajadores para definir los entornos, alcances y restricciones de esta modalidad de contratación, 
lo que -posiblemente- implicará que, y ante una tensión entre ambos derechos humanos, la legislación y/o el juzgador 
deberán de favorecer la realización de éste (intimidad) frente a aquél (acceso a la información) a partir del contexto fáctico 
que le da sentido a una relación de índole laboral y tomando como eje de ponderación la figura propia de la subordinación 
digna. 

b.- Desde un punto de vista del derecho social. El evaluar si el diseño de las cargas obligacionales, así como los mecanismos 
para su formalización legal y contractual, son suficientes e idóneas para lograr que esta modalidad de contratación cumpla 
con los principios que lo cimientan, como son: la confianza; la soberanía del tiempo; el respeto a la vida personal; la 
voluntariedad; y la reversibilidad. Incluso, visibilizar e implementar nuevos instrumentos de regulación contractual, sugeridos 
por organismos internacionales, como son los manuales de políticas y procedimientos ad hoc. Ello a la par de que el 
Legislador Federal deberá de establecer las medidas jurídicas para garantizar que los trabajadores que se desempeñan 
bajo la modalidad de TELETRABAJO gocen de las mismas prerrogativas laborales y de seguridad social que cualquier otro 
cuyo régimen de subordinación requiera su presencia física en el centro de trabajo. 
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c.- Desde un punto de vista de la interacción patrón y trabajador. El redefinir ciertas prestaciones que, y de manera 
tradicional, adquieren sentido operativo y de exigibilidad cuando las actividades remuneradas se desempeñan en el 
establecimiento o establecimientos del patrón. Es decir, será necesario innovar y otorgarles de una nueva resignificación 
a ciertas figuras (como puntualidad, productividad, asistencia, entre otras) que derivan de una relación de trabajo, pero en 
un contexto de “trabajo a distancia” y conforme a la cualidad esencial del TELETRABAJO como son las tecnologías de la 
información y de comunicación. 

d.- En materia tributaria. Definir el tratamiento fiscal y de seguridad social aplicable a ciertos gastos derivados de la 
implementación de la modalidad de TELETRABAJO, siendo un ejemplo -el más apremiante- el relativo a los costos que el 
patrón debe de asumir por el servicio de telecomunicación y de electricidad para el uso adecuado de las tecnologías de la 
información y comunicación.

e.- Desde un punto de vista de beneficios: corroborar si esta modalidad efectivamente supone una posición más cómoda 
o de ventaja para las personas trabajadoras, al implicarles beneficios, comodidad y ahorro, que redunde en mayores 
posibilidades de su desarrollo personal y familiar. En el caso de los empleadores, reflexionar y, en su momento validar, si 
este esquema de contratación les otorga mayores beneficios en la productividad, rentabilidad y acceso a una fuerza de 
trabajo más amplia, diversa, motivada, capacitada y de menos estrés.

En fin, consideramos que esta modalidad de contratación detona un número muy significativo de escenarios de análisis que 
requerirán de diversas líneas de investigación. Por ello, en este boletín nos enfocaremos en aspectos de índole contractual 
y tributario para tratar de encauzar un dialogo propositivo atinente a una modalidad de contratación que, en nuestro 
concepto, resulta muy pertinente explorar e implementar ante el contexto de emergencia sanitaria en el que se encuentra 
nuestro país con motivo del COVID-19 y en donde las medidas de seguridad sanitaria diseñadas en clave de aislamiento 
social catalizan esquemas de trabajo a distancia como es el TELETRABAJO. 

a.- Mecanismos ad hoc aplicables a esta modalidad de contratación, que se destacan de otros esquemas tradicionales de 
contratación. 

Desde el punto de vista de la formalización de esta modalidad de contratación laboral, consideramos importante compartir 
algunos datos que arroja la Organización Internacional del Trabajo (OIT) misma que estimó que en 2019 había en el 
mundo unos 260 millones de trabajadores basados en el domicilio sin diferenciar entre los trabajadores en domicilio 
o teletrabajadores.  Esta cifra corresponde antes de iniciarse la emergencia epidemiológica mundial del Coronavirus 
(COVID19), por lo que podemos estimar que las cifras para 2020 y 2021 serán superiores a las estimadas en 2019.  Las 
y los trabajadores a domicilio, cuyo número ha aumentado sustancialmente debido a la propagación de la pandemia de 
COVID-19, deben gozar de mayor protección, según se señala en un nuevo informe de la propia OIT, de la cual México 
es miembro activo, sin embargo, a la fecha del presente boletín no ha firmado el convenio 177 sobre el trabajo a domicilio 
que data de 1996.  

Es importante considerar en la relación subordinada entre el patrón y el trabajador bajo la modalidad de TELETRABAJO 
deberá estar debidamente sustentada mediante contrato por escrito en la cual contenga:

I. El nombre, la nacionalidad, edad, sexo y domicilio de las partes.

II. La naturaleza y características del trabajo.

III. El monto del salario, fecha y lugar o forma de pago.

IV. El equipo e insumos de trabajo, incluyendo el relacionado con las obligaciones de seguridad y salud que se 
entregan al teletrabajador.

V. La descripción y monto que el patrón pagará a la persona trabajadora bajo la modalidad de teletrabajo por 
concepto de pago de servicios en el domicilio relacionados con el teletrabajo.

VI. Los mecanismos de contacto y supervisión entre las partes, así como la duración y distribución de horarios, 
siempre que no excedan los máximos legales, y 

VII. Las demás estipulaciones que convengan las partes.
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Adicionalmente, esta modalidad formará parte del contrato colectivo de trabajo y, en caso de no contar con alguno, entonces 
se deberá de incluir en el reglamento interior de trabajo, y establecer los mecanismos que garanticen la vinculación y contacto 
entre las personas trabajadoras que desempeñen sus labores bajo este esquema, así como aquéllos que garanticen que 
las y los trabajadores tengan conocimiento de los procedimientos de libertad sindical y negociación colectiva. 

En un contexto en el que habitualmente conocemos al TELETRABAJO por su palabra en inglés como “Home Office”, 
se deberá no sólo asentar por escrito mediante contrato la relación entre ambos, sino que será aconsejable desarrollar 
manuales de políticas y procedimientos en los que se establezca las obligaciones tanto del patrón como las del trabajador 
para lo cual sugerimos incluir:

I. Los alcances de las actividades a desarrollar, así como los tiempos de entrega del trabajo, ya sea por objetivos, 
horarios de trabajo, reconocer el derecho a la desconexión al término de la jornada laboral, si se podrán generar 
horas extras o éstas no son autorizadas.

II. Asentar el equipo requerido para desarrollar el TELETRABAJO, de qué manera el empleador lo proporcionará e 
instalará y en qué periodos se encargará del mantenimiento del equipo como pueden ser computadoras, impresoras, 
sillas ergonómicas, escritorios, lámparas, entre otros.

III. Establecer las herramientas de tecnológias de la información y comunicación (TIC) para atender y utilizar los 
mecanismos y sistemas operativos para la supervisión de las actividades, como pueden ser sistemas en la nube, 
CRM, aplicaciones de comunicación interna entre los compañeros de trabajo, sistemas de videoconferencia, 
sistemas de seguimientos de objetivos y tareas, entre muchos otros más.

IV. Establecer las fechas y formas de pago de los salarios.

V. El patrón deberá identificar, registrar y pagar los costos del TELETRABAJO, incluyendo, en su caso, los servicios 
de telecomunicación y la parte proporcional de electricidad que el trabajador consuma.  Así como la forma en que 
éstos serán cubiertos por el patrón, la forma de pago ya sean por una cantidad fija mensual, quincenal, o el vehículo 
más idóneo para cubrir dichos costos.

VI. Incluir en el manual de políticas y procedimientos todas las disposiciones en materia de seguridad y salud en el 
trabajo que deberá observar el trabajador.

VII. El propio manual de políticas y procedimientos deberá indicar los mecanismos que preserven la seguridad de la 
información y datos utilizados por las personas trabajadoras en la modalidad de teletrabajo.

El trabajo colaborativo será la clave en esta modalidad de TELETRABAJO por lo que administrar adecuadamente las 
actividades y responsabilidades de los equipos, a través del uso de las herramientas tecnológicas adecuadas, será clave 
para aumentar los niveles de productividad.

b.- Tratamiento fiscal a los costos propios del TELETRABAJO, la necesidad de adaptar la legislación tributaria para otorgar 
certeza y seguridad jurídica a los involucrados.
 
La definición y regulación ad hoc al tratamiento fiscal y de seguridad social aplicable al rubro que seguramente mayor 
controversia ha generado por ser el más apremiante debido a los efectos económicos que representa tanto para los 
patrones y empleados como autoridades, es el relativo a la descripción y monto de los “costos del TELETRABAJO” que el 
patrón pagará por concepto de servicios de telecomunicación y la parte proporcional de electricidad para el uso adecuado 
de las TIC correspondientes al domicilio relacionado con el teletrabajo, tal y como lo indica las fracciones V del del artículo 
330-B y III del artículo 330-E de la Ley Federal del Trabajo.

Cualquier reforma importante debe visualizarse de manera integral, sin embargo, esto implica un previo análisis para 
identificar las diferentes leyes que interactúan y lograr una armonía entre todas, obteniendo claridad para las partes 
involucradas, tanto los obligados y beneficiados como los encargados de vigilar y sancionar su aplicación, evitando que 
con el tiempo se convierta en letra muerta o simplemente en un asunto de interminables ajustes sin lograr una solución de 
fondo.1

1 Un ejemplo es lo que sucede con el outsourcing desde hace varios años y que sigue siendo materia de controversia y ajuste regulatorio
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Están corriendo los tiempos para la publicación de la Norma Oficial Mexicana (NOM),2 que si bien es cierto servirá para 
regular la reforma, ésta lo será en materia de seguridad y salud en el trabajo, lo que beneficiará en la operación del día a 
día, sin embargo, no así para el caso de los tributos que de ella deriven, para eso sería recomendable hacer modificaciones 
a las leyes de la materia fiscal, mismas que lamentablemente no figuraron en la reforma en comento.

Dentro de las precisiones que consideramos pertinentes, pudieran considerarse la forma y requisitos fiscales (y de control 
tributario) en que los patrones deberán entregar los recursos por concepto de costos del TELETRABAJO, por ser 
erogaciones que detonan una repercusión en materia fiscal y de seguridad social:

a. Impuesto Sobre la Renta (ISR).  La repercusión se focaliza en si estos costos serán deducibles para el patrón por no 
contar con un CFDI que cumpla con todos los requisitos fiscales previstos en los artículos  29 y 29-A del Código Fiscal de 
la Federación (CFF) en los concernientes al pago de servicios de telecomunicación y la parte proporcional de electricidad; 
así como si su pago se considerará o no como ingreso acumulable para el trabajador en términos del capítulo I del título IV 
de la LISR, tomando en cuenta que no incrementa su  haber patrimonial.

b. Seguridad Social (IMSS e INFONAVIT). Por lo que versa al salario base de cotización (SBC), sería valioso que se aclare 
si estos pagos se consideran dentro de la fracción I del artículo 27 de la Ley del Seguro Social como “instrumentos de 
trabajo tales como herramientas, ropa y otros similares”, o, en su momento, se deberá establecer una fracción específica 
para excluirlos del SBC en el sentido que se le proporciona el pago al trabajador para realizar sus actividades en la 
modalidad de TELETRABAJO y no como retribución al desempeño por su trabajo.

c. Impuestos Sobre Nóminas (ISN). Sería pertinente que las legislaciones estatales reafirmen que a los costos del 
TELETRABAJO se les asignará la calidad de pagos por concepto de herramientas de trabajo y otros similares para no ser 
gravados por los impuestos sobre nómina.

Finalmente, en tanto no se establezcan reglas claras en materia fiscal o la correspondiente reforma deseada, sugerimos 
que de entregarse un importe fijo o variable directamente al trabajador por los costos del TELETRABAJO incurridos, será 
necesario incluirlos en los CFDI de nóminas, dentro del nodo “OtrosPagos”, bajo la clave “999 Pagos distintos a los listados 
y que no deben considerarse como ingreso por sueldo, salarios o ingresos asimilados”, así como obtener del trabajador 
copia de los comprobantes por concepto de pago de servicios de telecomunicación y la parte proporcional de electricidad 
y demas costos del TELETRABAJO asumidos por el patrón con el fin de reforzar la materialidad y razón de negocio de 
esa operación.

2 De acuerdo con los transitorios de la reforma, el Ejecutivo Federal deberá de publicar una NOM que rija las obligaciones en materia de seguridad y salud en el trabajo aplicable a esta modalidad de 
contratación.
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La calidad de nuestras vidas la determina la calidad de nuestro pensamiento. La calidad de nuestro pensamiento, a su 
vez, la determina la calidad de nuestras preguntas, ya que las preguntas son la maquinaria, la fuerza que impulsa el 
pensamiento. Sin las preguntas, no tenemos sobre qué pensar. Sin las preguntas esenciales, muchas veces no logramos 
enfocar nuestro pensar en lo significativo y sustancial.

“Haga muchísimas preguntas. Obtenga todos los ángulos
y la información relevante antes de tomar una decisión”.

Por lo general, los directivos preparan lo que van a decir, pero a menudo no predeterminan las preguntas que van a 
formular. Un aspecto importante del arte de la dirección es la habilidad para plantear las preguntas correctas en el momento 
correcto, e insistir en respuestas que tengan sentido.

Las respuestas a las preguntas correctas les brindan a los directivos la información que necesitan para tomar decisiones. 
Igual que un reportero, los directivos necesitan establecer de antemano la información que requieren, así como las 
preguntas que han de formular (incluidas las de seguimiento).

Con frecuencia estas preguntas tocan aspectos sensibles o poco placenteros. Van al grano. Son preguntas sencillas, 
directas y orientadas; deben hacer que el interrogado dé una respuesta concreta, específica. Toda la información es 
susceptible de obtenerse formulando las preguntas adecuadas. Un alto directivo recomienda: “Haga muchísimas preguntas. 
Obtenga todos los ángulos y la información relevante antes de tomar una decisión”. 

La forma en que se hacen las preguntas es crucial (elección de las palabras, tono de voz, lenguaje corporal). Las preguntas 
deben hacerse de tal forma que no originen en la otra parte una actitud defensiva, adversaria, o que hagan sentir perseguida 
a la persona interrogada. Las preguntas deben ser directas (sin detalles ocultos) y planeadas desde un punto de vista 
neutral. En este caso, neutral significa sin agresión, sin emoción, pero tampoco desde una posición débil o pasiva. Las 
preguntas que se formulan desde una zona neutral, sin emociones, son menos propensas a producir reacciones defensivas 
en el receptor.

Durante las entrevistas de trabajo, es muy importante que los directivos formulen   preguntas difíciles. Con frecuencia 
contratamos patos para que corran y conejos para que naden. Para tomar una decisión efectiva en la contratación, los 
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directivos deben hacer preguntas que determinen las fortalezas y las debilidades de los candidatos. Sin embargo, es de 
igual importancia obtener un retrato preciso tanto de las debilidades como de las fortalezas. A continuación, propongo 
algunas sugerencias:

•	 Describa una asignación de trabajo en que los resultados no hayan sido tan satisfactorios como le hubiera gustado.
•	 ¿A qué se debió?
•	 Describa un problema de relación interpersonal que haya tenido en el trabajo. ¿Cómo lo manejó?
•	 ¿Ha malentendido usted alguna vez las instrucciones de un supervisor? ¿Por qué piensa que le ocurrió?
•	 ¿Qué metas de desarrollo se ha planteado para los próximos doce meses?

Al sondear los aspectos negativos o debilidades es de suma importancia que el directivo muestre respaldo antes de 
profundizar más en las mismas. Comentarios como “yo sé que es difícil hablar de una debilidad”, o “es difícil discutir 
problemas de relaciones interpersonales” demuestran respaldo y empatía con respecto a lo que la persona está diciendo 
y sintiendo. 

No haga preguntas que conduzcan al candidato a la respuesta que usted está buscando. “¿Trabaja bien en equipo?” 
“¿Trabajaría horas extras?”. Tampoco facilite claves inadvertidamente, interrumpiendo respuestas que parezcan 
significativas. 

La evaluación de desempeño es otra situación en la que hacer preguntas es una técnica efectiva. Interrogar sobre el 
desempeño deficiente hace mucho menos probable que el empleado se ponga en actitud defensiva y de confrontación. Los 
siguientes son ejemplos de preguntas difíciles que tienen que ver con los problemas de desempeño.

•	 ¿Por qué no terminó el proyecto X2 a tiempo ni dentro del presupuesto?
•	 ¿Cómo cree que se sienten los miembros de su grupo cuando usted se va temprano, llega tarde y no ayuda con horas 

extras?
•	 Si usted pudiera realizar ese proyecto de investigación nuevamente, ¿qué haría diferente? ¿Por qué?

Las preguntas de sondeo suelen ser esenciales para lograr respuestas específicas a las preguntas difíciles. Si la persona 
es evasiva o vaga, sea persistente. Siga preguntando y probando. Reformule la pregunta para obtener lo esencial del 
asunto. 

También es necesario formular preguntas difíciles cuando se negocian contratos, se resuelven problemas de producción o 
se establecen planes de mercadeo. Las preguntas de prueba identifican los sentimientos, supuestos y problemas que hay 
detrás de las palabras dichas inicialmente. Los directivos que hacen preguntas difíciles son capaces de conseguir toda la 
información que se requiere, antes de tomar decisiones y emprender la acción. Una mente sin preguntas es una mente 
que no está viva intelectualmente. 
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